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      El presente trabajo de suficiencia profesional, tiene por finalidad analizar 
los efectos jurídicos de las uniones de hecho y su regulación normativa en el 
Perú, desde sus inicios hasta la actualidad. Se enfoca en su evolución, desde el 
nulo reconocimiento de derechos e incluso vulneración de los derechos 
fundamentales de los hijos nacidos dentro de una convivencia, hasta su 
regulación constitucional y la consagración del principio de igualdad. Se parte 
de considerar a las uniones de hecho como fuente de familia, los derechos que 
los concubinos han ido adquiriendo, ya sea normativamente como a nivel 
jurisprudencial, así como también, se abordan los desafíos pendientes en su 
entorno jurídico. 
      De acuerdo a nuestra legislación, la unión de hecho es la convivencia libre 
y voluntaria entre un hombre y una mujer libres de impedimento matrimonial, 
para alcanzar finalidades y cumplir deberes semejantes a los del matrimonio. 
La familia no sólo es considerada en el orden legal, sino también es tomada en 
cuenta en su orden natural, es decir la “familia de hecho”, la misma que 
también es merecedora de tutela y debe ser apreciada como un fenómeno social 
que no puede desconocerse y al cual corresponde reconocer las consecuencias 
jurídicas pertinentes. 
       Lo que le corresponde al estado, es la protección de la familia en general 
sea esta fundada en el matrimonio o en la convivencia, porque supone una 
estabilidad institucional, una familia educadora que debe proteger e invertir en 
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Durante mucho tiempo en nuestra conservadora sociedad, el concubinato 
fue duramente cuestionado, señalado con menoscabo y tratado de manera 
infame, debido a prejuicios vinculados a una concepción  tradicional de familia 
vinculada exclusivamente al matrimonio y a cánones religiosos. No obstante, 
esta forma de familia siempre ha existido, incluso antes de la existencia del 
matrimonio, aunque legalmente no tuvieran un reconocimiento. Esta situación 
conllevó a que sus integrantes no gozaran de los derechos y obligaciones 
similares a los cónyuges y que incluso los hijos, producto de aquellas 
relaciones de pareja, sean denominados hijos ilegítimos.  
 
Es a partir de la Constitución de 1979 que las uniones de hecho gozan de 
reconocimiento normativo, asimismo, establece que todos los hijos tienen 
iguales derechos y queda prohibida toda mención sobre el estado civil de los 
padres y la naturaleza de la filiación de los hijos en los registros civiles y en 
cualquier documento de identidad y consagra la igualdad entre hombres y 
mujeres con la consiguiente igualdad en las relaciones familiares.  
  
 En ese mismo contexto, nuestra actual Constitución Política del Estado, en 
su artículo 5, define a la unión de hecho como: “La unión estable de un varón y 
una mujer, libres de impedimento matrimonial, que forman un hogar de hecho, 
da lugar a una comunidad de bienes sujeta al régimen de la sociedad de 
gananciales en cuanto sea aplicable”. El artículo 4 de la misma explicita que la 
comunidad y el Estado detentan la obligación de proteger a la familia y 
promover el matrimonio, entendiendo que la familia no está asociada 
únicamente al matrimonio y que el concubinato es también una fuente 
generadora de familia amparada por nuestro ordenamiento y vemos cómo, 










Es así, que a partir de su reconocimiento las Uniones de Hecho van 
generando efectos jurídicos, en el ámbito personal como patrimonial de sus 
relaciones; la misma que es una realidad en el cual la convivencia va en 
aumento y el matrimonio va decreciendo, sea porque las parejas optan por no 
contraer matrimonio, porque no cuentan con los medios económicos o porque 















































CAPITULO I: ANTECEDENTES 
 
1.1 ANTECEDENTES NACIONALES: 
 
      Dentro de los antecedentes nacionales podemos encontrarlas siguientes tesis: 
 
TÍTULO: PROPUESTA PARA PROTEGER LOS BIENES INMUEBLES 
DE LA UNION DE HECHO IMPROPIEA EN EL PERÚ. 
 
AUTOR: DANNY WILSON CELIS GUERRERO 
 
RESUMEN:   
 
La Unión de Hecho Impropia ha tenido problemas de índole legal toda vez que 
el Estado Peruano ni su registro de la unión concubinaria impropia, ni su 
registro de los bienes patrimoniales (bienes inmuebles), ha generado perjuicio 
sobre todo en lo económico y lo moral en la Unión de Hecho Impropia. Se ha 
hecho uso de la técnica de recolección de datos y el análisis documental en la 
población de Hecho Impropia. 
 
           CONCLUSIONES:  
 
        El Autor toma las siguientes conclusiones en torno a su trabajo de investigación. 
 
- En la investigación realizada se demuestra que existe necesidad de proteger 
los bienes inmuebles de la unión de hecho impropia ya que al tener relación 
convivencial necesitan la protección futura de sus bienes inmuebles. 
 
- En las uniones de hecho impropia existe un alto porcentaje convivencial y 










- En el Perú la unión de hecho impropia es un fenómeno social teniéndose en 
cuenta que existe la necesidad que se proteja los bienes inmuebles a fin de 
evitar el aprovechamiento indebido de unos de los convivientes debiéndose 
registrar los bienes inmuebles en el registro público. 
 
- La unión de hecho impropia necesita proteger sus bienes inmuebles ya que 
existe un porcentaje del 78% del encuestado que tienen una relación de 
hecho impropia entre 1y15 años lo cual demuestra que tienen que 
registrarse los bienes inmuebles en el registro público.  
 
-  Es necesario que los bienes inmuebles de la unión de hecho impropia se 
encuentren protegido a nivel constitucional y en la legislación ya que al 
registrarse en los registros públicos se otorgaría seguridad jurídica. 
 
1.2 ANTECEDENTE INTERNACIONAL: 
 
    Dentro de los antecedentes internacionales podemos encontrar la siguiente tesis: 
 
TITULO: La unión de hecho en el sistema jurídico en la nueva perspectiva 
constitucional ecuatoriana. 
 




La Unión de Hecho, nace como una de las formas de convivencia humana más 
antigua, conocida como Concubinato, tanto en el Código Civil Ecuatoriano 
como en la Constitución de la República del Ecuador; se contempla esta unión 
cuando han transcurrido más de dos años de convivencia, siempre que los 
convivientes estén libres de vínculo matrimonial, con los mismos efectos 
legales que el matrimonio, se generan derechos y obligaciones para la pareja y 
se da la protección necesaria a los hijos fruto de esta unión. Hasta la actualidad 








legales que dan lugar a la inseguridad jurídica en cuanto a la Sociedad de 
Bienes que se genera en la Unión de Hecho, lo que no sucede con el 
matrimonio legalmente constituido, siendo necesario legislar precautelando el 
interés de las familias constituidas mediante Unión de Hecho. 
 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
   El Autor toma las siguientes conclusiones en torno a su trabajo de 
investigación.  
 
- La Unión de Hecho, como el matrimonio son generadoras de familias, las 
mismas que se encuentran garantizadas por normas protectoras, conscientes 
del surgimiento de una variedad de derechos y obligaciones, con respecto a 
las relaciones familiares.  
 
- En nuestra sociedad, la Unión de Hecho se la ha practicado en forma 
mayoritaria y generalizada, dentro de los diferentes estratos sociales y en 
todos los lugares, con ligeras diferencias en ciertas regiones determinadas, 
con tendencia a extenderse en forma considerable, demostrando el ocaso de 
la institución del matrimonio.  
 
- La sociedad de bienes generada por la Unión de Hecho, se encuentra 
desprotegida, en parangón con la sociedad conyugal surgida por el 
matrimonio; ya por el estado civil de los convivientes, ya por las medidas 
cautelares no aplicadas a su favor. Lo que ha generado la inseguridad 
jurídica de los bienes adquiridos en la Unión de Hecho.  
 
- Las disposiciones Legales que regulan a la Unión de Hecho, constantes en el 
Art. 222 al 232 del Código Civil, contienen vacíos, lagunas e inconsistencias 
legales, tanto más que, la disposición legal establecida para la seguridad de 
los bienes de la sociedad conyugal, esto es el Art. 130, ha acentuado la 









- Las reformas que se han realizado hasta la actualidad, referentes a la Unión 
de Hecho, no han tenido el acierto de procurar los cambios apegados a la 
realidad socio-económica, política, cultural y social del País.  
 
- Sobre los fundamentos anteriormente señalados que sirvieron de escenario 
para las conclusiones y sobre éstas, podemos deducir las siguientes 
recomendaciones:  
 
- Es inminente la implantación de normas jurídicas, tendientes a atenuar la 
inseguridad jurídica de los bienes adquiridos en la Unión de Hecho, y a su 
vez garantizar la estabilidad económica de la familia, particularmente velar 
por la parte más débil de la relación jurídica como son: la mujer y 
especialmente los hijos.  
 
- Concienciar a la ciudadanía, en el sentido de que la forma más perfecta de 
establecer las relaciones maritales, lo es a través del matrimonio, que si bien 
la Unión de Hecho es generadora de familias, no ha sido la manera más 
eficaz de unión marital.  
 
- Hacer público dentro de nuestro entorno social, el hecho de que la 
constitución de la Unión de Hecho, conlleva al surgimiento de una sociedad 
de bienes, con los mismos derechos y obligaciones que la sociedad conyugal 
surgida por el matrimonio.  
 
- Dejar constancia de que las funciones del Estado, como son el Legislativo y 
el Judicial, deben justificar su deber ser, la primera regulando las diversas 
tendencias de coexistencias social; y los segundos, proporcionar una debida 
aplicación de las normas sin afectar la integridad de las personas.  
 
- Las reformas constitucionales promovidas por el Legislativo, deben ser 
trascendentes, importantes, pertinentes, tendientes a satisfacer las 








perfecta, en la actualidad se encuentra en decadencia por las diversas causas 
sociales, que se han presentado a lo largo de la historia.  
 
- La creación de una Registro único de Uniones de Hecho, las uniones de 
hecho deberían ser registradas a nivel nacional en las Agencias y Mega 
agencias del Registro Civil, pues es indispensable establecer un control de 
dichas uniones y a la vez llevar un control estadístico a nivel nacional de los 
casos registrados.  
 
- El hecho de que se reconozca o no la Unión de Hecho, a través del juicio 
ordinario, es un hecho irrelevante frente a los intereses económicos sobre los 









































CAPITULO II: MARCO TEORICO 
 
2.1. ORIGEN Y EVOLUCIÓN DE LAS UNIONES DE HECHO 
 
 Surgió en Roma como una necesidad, ante la imposibilidad de que parejas 
de distinta condición social pudieran contraer Justas nupcias. El emperador 
Augusto reconoció esta institución en la Ley Iulia de adulteriis, donde se 
estableció esa posibilidad para quien no hubiera contraído justas nupcias y, 
además, ningún hombre podía tener más de una concubina. Se exigía para 
reconocer esta unión lícita que los concubinos no fueran parientes en el grado 
prohibido por la ley para contraer matrimonio y fueran púberes.  
 
 En la época del emperador Constantino, los hijos fruto de la unión de 
hecho pasaron a ser hijos naturales, y con el emperador Justiniano se le impuso 
al padre natural la obligación de brindarles alimentos, reconociéndoseles 
derechos sucesorios a estos hijos con respecto a su padre. Sin embargo, en 
lugar de seguir evolucionando la institución para lograr mayores derechos para 
el concubinato, con los emperadores cristianos se comenzaron a quitar efectos, 
para lograr reivindicar a la institución matrimonial, concediéndose la 
posibilidad de legitimar a dichos hijos, en caso de ser posible, con el 
subsiguiente matrimonio.  
 
 A pesar de la oposición de la iglesia católica, el concubinato continuó 
durante la Edad Media, en España existieron tres clases de enlaces de varón y 
mujer autorizados o tolerados por la ley: el matrimonio de bendiciones, 
celebrado con las solemnidades de derecho y consagrado por la religión; el 
matrimonio a juras o juramentado, que era legítimo pero clandestino; y la 








principales condiciones eran la permanencia y la fidelidad” (Cornejo Chavez, 
1992). 
 
A pesar de los esfuerzos constantes que hizo y hace la iglesia católica, el 
concubinato sigue creciendo en el mundo, y no solo en países de incipiente 
cultura y escasa formación integral, sino también en naciones altamente 
desarrolladas en todo orden de cosas, al punto que hoy en día es común que las 
jóvenes parejas constituyan uniones de hecho.  
 
Actualmente, el concubinato es, al igual que en Roma, una relación de 
hecho estable entre dos personas de distinto sexo que no han celebrado 
matrimonio legal y, por lo tanto, su situación jurídica no está asentada en 
ningún registro público, lo que ocasiona algunos inconvenientes con respecto a 
la prueba, que generalmente es de testigos. Hay que hacer la salvedad de que 
puede concedérsele varios derechos afines a una unión matrimonial, en la 
medida en que obtenga el reconocimiento legal. 
 
2.2.  EVOLUCIÓN DE LAS UNIONES DE HECHO EN EL PERÚ 
 
 En el Perú, el interés del Estado incaico en las uniones de hecho era 
formalizarla a través del gobernador, con el afán de recibir tributos y 
contribuciones. Las uniones de hecho en la época de la Colonia tuvieron su 
origen en la desigualdad social, debido a que los españoles no podían casarse 
con las mujeres de raza incaica. El concubinato fue en aquella época un 
fenómeno latente, porque como realidad cultural y sociológica existió tanto en 
el Derecho pre colonial como colonial.  
 
 En nuestro país, el Código Civil de 1852 hizo referencia, exclusivamente, 
al concubinato como causal de separación de los cónyuges y no reguló las 
uniones de hecho porque tuvo una marcada influencia del Derecho Canónico 
en lo referido al matrimonio. Lo cual tiene asidero en nuestra Constitución 








“su religión es católica, apostólica y romana, que profesa sin permitir el 
ejercicio de cualquier otro culto”. El matrimonio religioso era el único 
reconocido y que legitimaba a la familia, toda relación fuera de ella merecía el 
rechazo de la sociedad (Varsi, 2011, pág. 388). 
 
 El Código Civil de 1936 indicaba que las uniones de hecho eran una 
sociedad de hecho en la que el hombre y la mujer conservan su independencia 
social y económica, no constituyendo una sociedad como el matrimonio, en el 
que sí están vinculados en dichos aspectos. Si bien con la dación del Código 
Civil de 1936 estaba vigente la Constitución de 1933 en la cual hubo un notable 
avance en cuanto a la incorporación de garantías individuales, se reconoció la 
libertad de conciencia y de creencia y no existió norma expresa respecto a la 
Iglesia Católica, aunque, la influencia de la Iglesia seguía siendo significativa 
y, por lo tanto, se propició una posición conservadora de la institución 
matrimonial frente a la unión de hecho. (Varsi, 2011, págs. 388-393). 
 
Es así que paulatinamente se va abriendo camino para la incorporación de 
las uniones de hecho a nivel constitucional y en efecto, recogiendo una realidad 
en el pueblo peruano, el artículo 5 de la Constitución vigente dispone que la 
unión estable de un varón y una mujer, libres de impedimento matrimonial, que 
forman un hogar de hecho, da lugar a una comunidad de bienes sujeta al 
régimen de la sociedad de gananciales en cuanto sea aplicable. El artículo 326 
del Código Civil añade que la unión haya durado por lo menos dos años 
continuos, sin perjuicio del último párrafo agregado en mérito a la Ley 30007 
del 17 de abril del 2013. 
 
2.3 NATURALEZA JURÍDICA DE LA UNIÓN DE HECHO 
 
 A nivel doctrinal se plantean tres teorías para establecer la naturaleza 









a) Teoría institucionalista; Se parte en reconocer que el matrimonio es 
una institución, en ese sentido, a la unión de hecho le correspondería 
una naturaleza jurídica similar, en razón de que es un acuerdo de 
voluntades y cumple los elementos propios del matrimonio, como son 
los deberes de cohabitación, fidelidad y asistencia, generando 
consecuencias jurídicas. Esta teoría es la más aceptada y considera que 
la unión de hecho al ser fuente de familia debe ser considerada como 
una institución.  
 
b) Teoría contractualista; La unión de hecho se presenta como una 
relación exclusivamente contractual, siendo el factor económico el 
sustento de la existencia de las relaciones convivenciales. Al igual que 
en el matrimonio, las razones por las cuales una pareja decide convivir 
no se ciñen al tema económico, sino que existen aspectos personales 
que trascienden las obligaciones propias al deber de asistencia y ayuda 
mutua.  
 
c)  Teoría del acto jurídico familiar; Esta teoría pone énfasis en la 
voluntad de sus integrantes en generar relaciones familiares. El 
Tribunal Constitucional ha señalado que se “está ante una institución 
que se fundamenta en la autonomía de la voluntad de quienes la 
integran y que en puridad se caracteriza por su informalidad en cuanto 
a su inicio y su desarrollo”. (Plácido, 2001, págs. 386-387). 
 
2.4.   DEFINICIÓN DE LAS UNIONES DE HECHO 
 
 Es una unión de hecho o fáctica, por la cual un hombre y una mujer 
conviven sin estar casados legalmente, o sea sin constituir una unión legal o de 
derecho, como sí lo es el matrimonio, aunque actualmente produce algunos 
efectos legales, debido a la gran cantidad de parejas que optan por no casarse y 









Según nuestra Constitución Política en su artículo 5, define a la unión de 
hecho como: “La unión estable de un varón y una mujer, libres de impedimento 
matrimonial, que forman un hogar de hecho, da lugar a una comunidad de 
bienes sujeta al régimen de la sociedad de gananciales en cuanto sea aplicable”. 
 
En la vida social son frecuentes las uniones más o menos estables de 
hombres y mujeres no casados. A veces duran toda la vida, tienen hijos y los 
educan; y exteriormente se comportan como marido y mujer.  Para un sector de 
la doctrina, es a veces el resultado del egoísmo de quienes no desean contraer 
lazos permanentes y así quedar en libertad de cambiar de compañero; otras 
porque alguno está legalmente impedido de casarse. 
 
2.5.   CLASES DE UNIONES DE HECHO 
 
          La doctrina reconoce que la unión de hecho puede clasificarse en:  
 
2.5.1 La unión de hecho propia o pura.  
 
Es aquella establecida entre un hombre y una mujer, quienes siendo 
libres de impedimento matrimonial deciden hacer vida en común sin 
formalizar dicha unión legalmente de modo que puedan transformar su 
situación de hecho en una de derecho, por no existir impedimento alguno 
que obste la realización del matrimonio civil. El concubinato propio 
exige además de los siguientes requisitos: 
 
a) Que, se trate de una unión de hecho voluntariamente realizada y 
mantenida entre un varón y una mujer. Los integrantes de esa 
unión estén libres de impedimento matrimonial 
 
b)  Que, la unión de hecho tenga por objeto alcanzar y cumplir 









c) Que, la unión Concubinaria tenga una duración de dos años 
continuos. 
 
No es concubina toda unión que carece de permanencia en el tiempo, 
esta permanencia está estrechamente ligada a su estabilidad. La posesión 
de estado conyugal o estado conyugal aparente, se nutre del carácter de 
permanencia de la perdurabilidad en el tiempo, en que ambos 
convivientes han asumido el rol de marido y mujer.  
 
2.5.2 La unión de hecho impropia o impura.  
 
Es la que se constituye cuando uno o ambas personas que conforman 
la relación tiene o tienen algún impedimento para contraer matrimonio 
civil, optando por cohabitar a pesar de ello, donde la unión concubinaria 
se presenta como una unión extramatrimonial ilegitima por existir un 
impedimento legal que obstaculiza la realización del matrimonio.  
 
En este caso los concubinos no pueden contraerlo porque uno de ellos 
o ambos a la vez se hallan unidos a otro enlace civil anterior. Se advierte, 
que en el concubinato impropio no solo no pueden contraer matrimonio 
civil, en razón de que uno o ambos están ligados anteriormente a otro 
enlace de igual naturaleza, sino además porque median otras causas 
expresamente determinadas en la Ley.  
 
Este tipo de unión concubinaria exige el cumplimiento de los 
siguientes requisitos: 
 
a) Que, se trate de una unión de hecho voluntariamente realizada y 
mantenida por un varón y una mujer. 
 
b) Que, uno de ellos o ambos tenga un obstáculo legal que le impida 
contraer matrimonio.  
 









d) Que, se forme el patrimonio concubinario. 
 
 Asimismo, según los juristas el concubinato indirecto es aquel en que 
la intención inicial no es la de constituir tal estado, sino la de tenerse 
como marido y mujer pero que viene a resultar concubinato por haber 
faltado a algún requisito de existencia del matrimonio. 
 
2.6.   POSESIÓN CONSTANTE DE ESTADO 
 
El segundo párrafo del artículo 326 del Código Civil indica que la posesión 
constante de estado debe probarse con cualquiera de los medios admitidos por 
la ley procesal, siempre que exista un principio de prueba escrita. Enrique Varsi 
desarrolla los tres elementos que se requieren para que se configure la posesión 
de estado en el caso de las uniones de hecho:  
 
-  Trato (tractus); Es la forma en la cual una persona tiende a tratar a otra, 
pero para que tenga los efectos y consecuencias legales, este trato debe 
exteriorizarse, es decir debe ser notoria frente a terceros.  
 
-  Nombre (nomem propio); Elemento que implica identidad. Es la manera 
como se conocen y reconocen, por ejemplo, es la pareja de tal.  
 
-  Fama (fama correlata); Es la identificación y la legitimación social que 
realiza la comunidad a ese estado de familia convivencial.  
 
- Sin embargo, “la doctrina y la jurisprudencia moderna han prescindido de 
la exigencia conjunta de los tres elementos” y se señala que el trato es 
elemento revelador de la posesión de estado, aunque no hubiera 
exteriorización ni uso del apellido (Varsi, 2011, págs. 424-425).  
 
- Se ha indicado que el artículo 326 refiere que para probar la unión de 








última exigencia resulta excesiva si se considera la dificultad de contar con 
documentos escritos, en una relación familiar que se caracteriza por la 
oralidad o por la simple concurrencia de circunstancias de comportamiento 
que revelan su existencia; siendo, precisamente, la prueba testimonial la que 
asume mayor relevancia en asuntos de derecho de familia. Por ello, debería 
eliminarse tal requerimiento” (Plácido, 2001, pág. 257). 
 
2.7.   ELEMENTOS DE LA UNIÓN DE HECHO 
 
a. Unión heterosexual 
 
  La unión de hecho debe ser heterosexual para ser reconocida 
judicialmente. Nuestro sistema legal no reconoce a la pareja de hecho 
conformada por personas del mismo sexo ni tampoco ha regulado el 
matrimonio entre homosexuales. 
 
   Se señala que la heterosexualidad es un elemento configurante y 
estructural del matrimonio; por ello, se aplica la tesis de la apariencia 
matrimonial. Adicionalmente, la homosexualidad es una causal de 
anulabilidad de matrimonio; y cuando es sobreviniente a este, es causal de 
separación de cuerpos, con el consecuente divorcio. 
 
b.   Estabilidad 
 
     En principio, señalan algunos juristas que la relación de los 
convivientes no puede ser casual ni momentánea ni accidental. Cuando se 
hace referencia a la estabilidad o permanencia, se entiende que la pareja 
debe tener una comunidad de vida estable y duradera. En el caso de la ley 
peruana, es claro que se exige un plazo mínimo de dos años, pero debe 
tratarse de un lapso de dos años ininterrumpidos; la unión no puede ser 
sostenida, se ha dicho, de forma interrumpida, ni los dos años pueden ser 









     Tampoco se considera concubinato, como bien lo señala Bigio Chrem 
«la unión de hecho cuya duración de dos años sea producto de la 
acumulación de períodos discontinuos» (Bigio Chrem, 1992) 
 
     Esta característica debe traducirse en la permanencia cuyo plazo 
mínimo de dos años de convivencia ha sido definido por el artículo 326 del 
Código Civil, el cual debe ser continuo e ininterrumpido. Agrega que la 
permanencia estable evidencia que se puede brindar la seguridad necesaria 
para el desarrollo adecuado de la familia. 
       
c. Notoriedad 
 
      La notoriedad es un elemento esencial manifestado en el público 
conocimiento de la unión de hecho ante parientes, amigos, compañeros de 
trabajo, vecinos y cualquier persona relacionada a los convivientes. La 
notoriedad se refiere a la actitud típicamente matrimonial frente a terceros y, 
aparentando estar casados, compartiendo actividades comunes.  
 
      A propósito, sostienen que: El tercer rasgo que identifica a las 
relaciones de concubinato es la notoriedad, cuyo principal propósito es 
establecer la apariencia del matrimonio frente a la sociedad en general, lo 
que será determinante a efectos de encasillar el vínculo de dos personas 
dentro de los parámetros de las uniones de hecho. Básicamente, la 
notoriedad implica hacer de público conocimiento la existencia de una 
relación entre dos personas. 
 
d. Singularidad y fidelidad recíproca 
 
      En cuanto a la singularidad, se tiene en cuenta que la posesión 
constante de estado de la unión de hecho se traduce en el hecho de la unión 
estable y monogámica, remedo del matrimonio mismo. En lo relativo a la 
fidelidad recíproca, la doctrina suele calificarla de aparente. Se trata de una 









e. Ausencia de formalidad 
 
     Las uniones libres, por ser tales, carecen de las formalidades que se 
requieren para la celebración del matrimonio. Los concubinos asumen una 
relación de manera voluntaria, y así la sostienen, sin recurrir a autoridad 
alguna. 
 
     Una de las diferencias básicas con el matrimonio es que en la unión de 
hecho hay ausencia de cualquier formalidad o solemnidad al iniciar la 
convivencia. Estamos ante una situación que se crea por la voluntad de la 
pareja que decide iniciar un proyecto de vida en común, pero, a diferencia 
del matrimonio, a los convivientes no los une un acto solemne. Es evidente 
que la falta de formalidad en la constitución de la unión plantea dificultades 
para acreditar la existencia de la convivencia de hecho; pero, es 
precisamente la ausencia de toda formalidad una de las notas características 
de la unión extramatrimonial. 
 
2.8.   EFECTOS JURÍDICOS DE LA UNIÓN DE HECHO 
 
    Las uniones de hecho han ido ganando derechos, de manera progresiva, 
aunque cómo se ve hay muchos aspectos que merecen una mejor regulación y 
otros que aún están pendientes de ser tratados. A continuación, abordaremos 
algunos de estos efectos:  
 
 
2.8.1.  Efectos Personales 
 
- Filiación Extramatrimonial 
 
      Antes de la Constitución de 1979, todos los hijos nacidos 
producto de una convivencia eran considerados hijos ilegítimos, 








legítimos, hijos nacidos dentro de un matrimonio. Si los hijos eran 
concebidos por una pareja que no estaba casada y que no tenía 
impedimento matrimonial se les llamaban hijos naturales y si 
posteriormente, esta pareja se casaba, los hijos eran considerados 
legitimados desde la fecha del matrimonio de sus progenitores. Estos 
hijos legitimados tenían los mismos derechos de los hijos legítimos.  
Como se ve, existía discriminación entre los hijos, en cuanto a la 
denominación que nuestro ordenamiento les imponía, al recorte de sus 
derechos sucesorios y por supuesto, en cuanto a la determinación de 
una filiación extramatrimonial.  
 
     Actualmente, esa diferenciación ha quedado superada y todos 
los hijos tienen iguales derechos e incluso está prohibida toda mención 
sobre el estado civil de los padres y sobre la naturaleza de la filiación. 
No obstante, si los convivientes procrean hijos nuestro ordenamiento 
lo regula como filiación extramatrimonial y una de las diferencias con 
la filiación matrimonial es que en esta se aplica la presunción pater is 
es decir, se presume que los hijos nacidos dentro de un matrimonio 
son hijos de los cónyuges. En el caso, de las uniones de hecho así 
estén inscritas en el registro personal no opera esta presunción de 
manera que, ambos padres deben reconocerlos voluntariamente ya sea 
en el registro de nacimiento, en escritura pública, en testamento o ante 
el juez, según lo regulado en el artículo 171 del Código de Niños y 
Adolescentes. Dicho acto es unilateral, no admite modalidad, es 
declarativo e irrevocable. 
 
- Equiparación Jurídica de los hijos 
 
     Otro aspecto que merece tener en cuenta es la equiparación 
jurídica del hijo matrimonial con el hijo extramatrimonial, que es la 








independencia de su filiación. En la Constitución del Estado, se 
establece el derecho a la igualdad ante la ley (artículo 2 inciso 2), la 
que guarda concordancia con el artículo 6 tercer párrafo “todos los 
hijos tienen iguales derechos y deberes”; y lo dispuesto en el artículo 
235 del Código Civil establece que “todos los hijos tienen iguales 
derechos”.  
 
     En la convención sobre Derechos de los Niños, encontramos el 
artículo 2, que contiene el compromiso de los Estados para el goce de 
los derechos de los niños, “Los Estados partes respetarán los derechos 
enunciados en la presente Convención y asegurarán su aplicación a 
cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, 
independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, 
la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, 
la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o 
cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus 
representantes legales”. 
 
- Ejercicio de la Patria Potestad 
 
     En el régimen matrimonial la patria potestad se ejerce 
conjuntamente por ambos cónyuges (artículo 418 del Código Civil). 
 
     En cambio, “La patria potestad sobre los hijos 
extramatrimoniales se ejerce por el padre o por la madre que los ha 
reconocido. Si ambos padres han reconocido al hijo, el juez de 
menores determina a quien corresponde la patria potestad, atendiendo 
a la edad y sexo del hijo, a la circunstancia de vivir juntos o separados 












- Deberes que nacen de la convivencia 
 
     Nuestro código civil, al no regular con mayor integridad a la 
unión de hecho, se encuentra limitada hacia el tratamiento de los 
deberes que nacen naturalmente de la unión de hecho, pues, como se 
dijo esta también debe cumplir las finalidades semejantes al 
matrimonio, tales como los deberes de ayuda mutua y auxilio entre los 
concubinos, de la cohabitación, fidelidad, de las prestaciones 
alimentarias, entre otras. 
 
     En la convivencia, más bien estos, son deberes naturales que 
subyacen de la misma naturaleza humana para la conservación de la 
convivencia y sus relaciones armoniosas como se dijo, porque la 
pareja comparte su proyecto de vida en común. 
 
- Derecho a la Salud  
 
     La Ley 26790 (Ley de la Modernización de la Seguridad Social 
en Salud) reconoce en su artículo 3 como derechohabientes al 
concubino a que se refiere el artículo 326 del Código Civil y la misma 
mención la hace su reglamento (D.S. N° 009-97- S.A.). 
 
 Por otro lado, el actual Texto Único de Procedimientos 
Administrativos (TUPA) del Seguro Social de Salud - ESSALUD 
(Decreto Supremo N° 014-2016-TR) establece como uno de los 
requisitos para el registro del concubino o concubina, la copia simple 
del documento de Reconocimiento de la Unión de Hecho, sea por 
Resolución Judicial o por Escritura Pública. 
 
     Con el nuevo TUPA, ESSALUD solo registra a los concubinos 
que han sido declarados judicialmente como tal o tienen su unión de 
hecho reconocida través de una Escritura Pública, lo cual perjudica a 








procedimientos y que son la mayoría, vulnerando el derecho a la salud 
y el derecho a la seguridad social reconocidos en nuestra Constitución.  
 
Asimismo, hace más burocrático el trámite que permite al 
conviviente gozar de un derecho humano fundamental, como es el 
derecho a la salud puesto que ya no basta la declaración jurada de su 
pareja, como era anteriormente, sino que se debe realizar el 
procedimiento judicial o notarial previo, lo cual definitivamente es una 
barrera de acceso al derecho a la salud.  
 
- Adopción  
 
     La adopción es una institución social basada en una ficción 
legal, por la cual se establece una relación paterna o materna filial 
entre dos personas que no lo son por naturaleza, otorgándole los 
mismos derechos y deberes recíprocos entre padre e hijos o madre e 
hijos (Aguilar, 2016, pág. 338).  
 
     La Ley 30311 (promulgada el 16 de marzo de 2015) modifica 
los artículos 378 y 382 del Código Civil y reconoce el derecho a 
adoptar de los concubinos, teniendo como exigencia que dicha unión 
se encuentre inscrita en el Registro Personal de la Oficina Registral 
que corresponda al domicilio de los convivientes y que se cuente con 
el asentimiento de ambos.  
 
      Para que puedan acceder a este derecho se requieren ciertos 
requisitos entre los que encontramos: que los adoptantes gocen de 
solvencia moral, que la edad de cada adoptante sea por lo menos igual 
a la suma de la mayoridad y la del hijo por adoptar, que si el adoptado 
tiene más de 10 años preste su asentimiento, entre otros.  
 
     Antes de la dación de esta ley, solo podían adoptar los cónyuges 








adopción se le exigía que, previamente, contraiga matrimonio 
ocasionando que se vulnere el derecho de los convivientes a integrar 
hijos a sus familias.  
 
2.8.2 Efectos Patrimoniales. 
 
-   Sociedad de gananciales como régimen patrimonial único. 
 
Tanto la Constitución como el Código Civil regulan que la unión de 
hecho origina una sociedad de bienes que se sujeta al régimen de 
sociedad de gananciales. Es decir, todos los bienes y deudas 
adquiridas durante la convivencia formarán parte del patrimonio social 
de ambos concubinos, entendiendo que se constituye la sociedad de 
gananciales desde el inicio de la convivencia y no desde que es 
declarada judicialmente o inscrita en el Registro Personal porque este 
reconocimiento es declarativo y no constitutivo.  
 
Por consiguiente, al concluir la unión de hecho también se liquida 
la sociedad de gananciales y los bienes sociales que hubieren 
adquirido deberán ser repartidos en partes iguales.  
 
 Otras normas que si son aplicables como son las referidas a la 
diferenciación entre bienes propios y bienes sociales, el considerar que 
los frutos de los bienes propios son bienes sociales y que para disponer 
de los bienes sociales se requiere el asentimiento de ambos concubinos 
(artículo 315 del Código Civil). 
 
Sin embargo, una diferencia relevante en comparación con los 
cónyuges es que los convivientes no tienen la posibilidad legal de 
optar por el régimen de separación de patrimonios. Por tanto, “el 
régimen patrimonial de las uniones de hecho es único y forzoso” 










- Prestación Alimentaria 
 
Benjamín Aguilar, puntualiza que “la importancia del derecho 
alimentario se traduce en el fin que persigue, que no es otro que cubrir 
un estado de necesidad en quien lo solicita, respondiendo a una de sus 
características, quizás la más trascendente, la de ser un derecho vital, 
un derecho de urgencia” (Aguilar, 2016, pág. 488). 
 
De acuerdo a lo anterior, dentro de los integrantes de una familia 
debería ser natural el prestarse asistencia mutuamente, pero, esta 
situación no siempre ocurre y por esta razón, en muchas situaciones se 
hace necesaria la intervención judicial. En el caso del matrimonio 
existe una obligación legal que hace que los cónyuges puedan 
demandar alimentos no solo durante la cohabitación sino también 
cuando no hay convivencia o en circunstancias especiales, incluso 
cuando ya están divorciados.  
 
 En el caso de las uniones de hecho nuestra legislación establece 
que deben cumplir deberes semejantes al matrimonio y si analizamos 
cuales son estos deberes nos encontramos con el deber de asistencia 
entre los cónyuges, el cual tiene como correlato el artículo 474 del 
Código Civil que refiere que se deben recíprocamente alimentos los 
cónyuges, no haciendo ninguna mención a los convivientes. De modo 
que para las uniones de hecho solo existe una obligación natural de 
prestar alimentos.  
 
 Tomando en cuenta lo anterior debería estar contemplado en 
nuestra normativa que los convivientes gocen del derecho y el deber 
de prestarse alimentos recíprocamente, pero esa situación no ocurre. 
Nuestro Código Civil estipula que la pensión de alimentos procede en 
caso de abandono injustificado de uno de los concubinos, es decir, 








concluido no existiendo posibilidad que se le otorgue una pensión de 
alimentos a uno de los convivientes mientras esté vigente la unión de 
hecho, lo cual vulnera el deber de asistencia que debe existir entre los 
integrantes de las familias. 
 
- Derechos Sucesorios. 
 
                        Uno de los sustentos para no reconocer derechos sucesorios a los 
convivientes era que se desalentaría a las parejas a optar por el 
matrimonio debido a que tendrían los mismos derechos que él o la 
cónyuge. Se considera que debe ser decisión de cada pareja el optar 
por alguna de estas instituciones al momento de iniciar una vida en 
común, lo cual parte de su autonomía, de su derecho a la libertad, de 
su derecho a formar una familia y que este goce de una protección 
legal.  
 
La Ley 30007 (promulgada el 17 de abril de 2013) concede, por 
primera vez en nuestro país, derechos hereditarios a los convivientes. 
Esta norma regula la igualdad del concubino y el cónyuge en materia 
sucesoria, por consiguiente, constituye un heredero de tercer orden 
(816 CC) que puede heredar conjuntamente con los hijos o 
descendientes del causante o con sus progenitores o ascendientes es, 
asimismo, un heredero forzoso (724 CC) a quien no se le puede privar 
de la herencia a no ser por causales de indignidad o desheredación.  
 
 Sus derechos sucesorios forman parte de la “legítima” (aquella 
parte de la que no puede disponer) en consecuencia, no se debe 
exceder de la cuota de libre disponibilidad permitida, ya sea de la 
tercera parte cuando se tiene hijos y conviviente y de la mitad en caso 
se tenga padres y conviviente; asimismo, en caso de no haber hecho 








tiene hijos o padres, el sobreviviente podrá heredar la totalidad el 
patrimonio dejado por el causante.  
 
Es preciso recordar que la legítima del integrante sobreviviente de 
la unión de hecho es independiente del derecho que le corresponde por 
gananciales.  
 
- Liquidación de Bienes 
 
 Como se dijo cuándo la convivencia reúna los requisitos de ley, se 
origina una comunidad de bienes siendo de aplicación las reglas de la 
sociedad de gananciales en cuanto sea aplicable. Significa que 
alcanzado dicho requisito los bienes del concubinato se presumen 
comunes, y que en caso de discusión de los miembros se deberá 
probar la calidad de bien propio.  Pero en caso que la convivencia no 
reúna los requisitos, la parte perjudicada tiene expedito el derecho de 
reclamar la pretensión de enriquecimiento indebido. 
 
El artículo 324 del Código Civil establece la pérdida de gananciales 
por el cónyuge culpable de la separación de hecho. En cuyos casos se 
extingue la unión de hecho procediéndose a su liquidación, pero 
cuando se produce el fenecimiento por decisión unilateral de uno de 
los concubinos no otorga derecho para determinar la culpabilidad del 
concubino culpable de la separación y ulterior pérdida de gananciales, 
como ocurre en el matrimonio.  
 
- Efecto Patrimonial de los bienes de la unión de hecho respecto a 
terceros 
 
Otra problemática es la referida a los efectos patrimoniales de la 
convivencia referidos a los bienes comunes respecto a terceros que 
pudieran ser afectados, que, por seguridad de dicho patrimonio, se 








un lado proteger dichos bienes, y del otro, que los terceros tengan 
certeza y mayor seguridad de otros bienes que no sean comunes.  
 
- Derechos laborales y la pensión de viudez  
 
El autor Alex Plácido destaca que “en el Derecho Laboral, se 
reconoce que el conviviente supérstite tiene derecho al 50% del monto 
acumulado de la compensación por tiempo de servicios y sus 
intereses, que a solicitud le será entregado por el depositario, en caso 
de fallecimiento del trabajador compañero” (D.S. N° 001-97-TR-TUO 
del Decreto Legislativo 650, artículo 54). De otra parte, se admite que 
el conviviente se beneficiario del seguro de vida a cargo del 
empleador de su compañero trabajador (Decreto Legislativo N° 688, 
artículo 1) (Plácido, 2001, pág. 254). 
 
Este mismo autor nos recuerda que en la legislación del “Sistema 
Privado de Administración de Fondos de Pensiones se establece que el 
conviviente tiene derecho a las pensiones de invalidez y sobrevivencia 
y es potencial beneficiario de la pensión de jubilación de su 
compañero (D.S. N° 004-98- EF- Reglamento del TUO del Ley del 
Sistema Privado de Administración de Fondo de pensiones, artículo 
113) (Plácido, 2001, pág. 254).  
 
 A pesar de estas regulaciones específicas y que en el sistema 
privado de pensiones se reconozca la pensión de viudez, en el sistema 
público de pensiones no existe una norma que reconozca la pensión de 
viudez para los concubinos. Es más, la Ley 19990 y la Ley 20530 
omiten expresamente el derecho a la pensión de viudez 
reconociéndola solo para las uniones matrimoniales. Lo cual ha dado 
lugar a que jurisprudencialmente se haya desarrollado este tema y si 
bien, en un principio la pensión de viudez para la conviviente 








posteriormente, cambio su pronunciamiento reconociendo la pensión 
de viudez para la conviviente a pesar de no estar reconocida 
legislativamente.  
 
2.9 RÉGIMEN ECONÓMICO DE LAS UNIONES DE HECHO 
 
Ha quedado establecido que el concubinato al que la ley le concede efectos 
jurídicos en el ámbito patrimonial, es el concubinato regular, o estricto, a ellos, 
la ley (artículo 326 del Código Civil) los protege equiparando la sociedad de 
bienes que se origina en su unión de hecho con la sociedad de gananciales, 
entendiéndose igualdad en el trato legal; en este caso, esa sociedad de bienes es 
equivalente o igual a la sociedad de gananciales, lo que implica que la 
normatividad que regula a esta última, debe ser aplicada a la sociedad de bienes 
generada en la unión de hecho, no sólo en cuanto a la calificación de bienes 
sino también en cuanto a las deudas y lo que es más importante en cuanto a la 
liquidación de la sociedad, teniendo en cuenta que no son aplicables a este 
régimen, por obvias razones las reglas referentes al fenecimiento de la sociedad 
de gananciales producidas por el divorcio, la separación legal y el cambio de 
régimen, pero las demás disposiciones le serán de aplicación.  
 
Algunos juristas creen que fue un acierto del constituyente de 1979, 
(primera Constitución que recoge el fenómeno concubinario), al conceder 
efectos jurídicos al concubinato, pues antes de ello las uniones de hecho no 
tenían reconocimiento jurídico, pese a su existencia como un hecho real y de 
plena vigencia, entonces cuando ocurría el término de esas uniones de hecho, 
en su gran mayoría por responsabilidad de los concubinos, no había reparto 
alguno de los bienes que hubieran adquirido, con grave perjuicio para la 
concubina, quien si pretendía reclamar legalmente, tenía que verse obligada a 
iniciar un proceso judicial sobre enriquecimiento indebido, muchas veces no 
iniciado por falta de recursos, y las veces que se iniciaba, eran abandonados por 








afán de justicia se regula el fenómeno, y en el presente si la unión de hecho 
termina por cualquiera de las causales contempladas en el artículo 326, deberá 
procederse a su liquidación, a fin de distribuir gananciales, previa devolución 
de bienes propios, y antes de ello del pago de las deudas comunes si es que 
estas existieran.  
 
El mayor problema de la aplicación de esta norma la constituye la probanza 
de la vida concubinaria, habiéndose establecido por repetidas ejecutorias, que 
el juicio de distribución de las ganancias habidas dentro de la unión de hecho, 
presupone previamente haber acreditado la existencia del concubinato regular, 
pudiéndose demandar acumulativamente estas dos pretensiones.  
 
Algunos refieren, que esta equivalencia o equiparidad de la sociedad de 
bienes con la sociedad de gananciales debe aplicarse desde el inicio de la unión 
de hecho, en tanto que como sabemos la sociedad de gananciales (si no se 
pactó separación de patrimonios) aparece en el mismo momento en que se 
celebra el matrimonio, o dicho en otros términos, con el acto matrimonial nace 
la sociedad de gananciales, ahora bien, si la sociedad de bienes se equipara a la 
sociedad de gananciales, y equiparar es igualar, entonces deberíamos concluir 
también que las normas de la sociedad de gananciales se aplican al concubinato 
desde su inicio, claro está que hay que probar esta unión de hecho. 
 
 Por otro lado, se sostiene que esta equiparidad recién se va a dar desde el 
momento en que es emitida la sentencia de reconocimiento del concubinato, 
con lo cual estamos dando a la sentencia carácter de constitutivo, en tanto que 
está creando el derecho (equiparidad de sociedad de bienes a sociedad de 
gananciales). 
 
2.10   UNION DE HECHO Y EL DERECHO DE HERENCIA 
 
   El 17 de abril del 2013, se publicó la Ley N° 30007, que regula la 








es cierto que la citada ley no menciona concubinato, no queda dudas de que se 
está refiriendo al concubinato regular, que tal como ya quedó establecido es 
aquel que cumple con todas las exigencias legales, que aparecen en la 
Constitución y en el Código Civil Peruano, a saber unión de hecho 
heterosexual, sin impedimentos para casarse y que tienen una vida en común 
no menor a dos años. A estas exigencias, que podríamos llamar generales, se ha 
sumado ahora las exigencias propias de la Ley N° 30007, las mismas que están 
referidas a la inscripción de la unión de hecho en el registro de personas, y si 
no lo estuviere al momento del deceso del causante, entonces el sobreviviente 
puede solicitar judicialmente la declaración de unión de hecho, y su inscripción 
en el registro. 
 
 La importancia de la ley, no sólo refleja la realidad peruana, en tanto que 
ha recogido lo que siempre ha existido, esto es las uniones concubinarias que 
fundan familia, y que sin embargo, no se les reconocía derecho a heredarse 
entre sí, sino igualmente la importancia está dada, en la medida en que ahora la 
concubina, o concubino se pone a la par del cónyuge, en materia sucesoria, lo 
que implica, que en sucesión legal, sea el concubino un heredero legal de tercer 
orden pero privilegiado, por cuanto hereda al causante ( su compañero de vida) 
conjuntamente con los hijos de éste, hereda al causante con los ascendientes de 
éste, y si no hubiera ni descendientes, ni ascendientes, termina heredando todo 
el patrimonio del causante.  
 
La presencia del concubinato también la tenemos en la institución de los 
llamados herederos forzosos, en tanto que ahora el concubino es un legitimario, 
que significa que el causante no puede prescindir de su compañero o 
compañera al momento de decidir sobre su patrimonio, sino que tendrá que 
considerarlo de todas maneras, pues de caso contrario cualquier decisión sin la 










Se ha señalado en el presente artículo que la sociedad de bienes que se 
genera dentro del concubinato se equipara a la sociedad de gananciales, que 
significa, entre otras cosas, que si el concubino fallece, se liquida esa sociedad, 
con las normas de la sociedad de gananciales, y si los hubiera, el 50% de esos 
bienes sociales le corresponde al sobreviviente de la unión de hecho, y el otro 
50%, que le hubiera correspondido al compañero ya fallecido, constituye la 
herencia que está dejando, herencia a la que ahora con la Ley N° 30007, 
concurre el sobreviviente de la unión de hecho. 
 
2.11 DIFERENCIA ENTRE EL MATRIMONIO Y LA UNIÓN DE 
HECHO 
 
En el matrimonio, los cónyuges expresan su consentimiento de manera 
formal ante el Registro Civil para formar una familia, mientras que en la unión 
de hecho se manifiesta por medio de la posesión constante de estado de los 
convivientes. 
 
 Para reclamar efectos civiles del matrimonio deberá presentarse copia 
certificada de la partida de matrimonio; mientras que para solicitar efectos 
civiles de la unión de hecho se requerirá de la copia certificada de la sentencia 
que la declara judicialmente reconocida o la declaración notarial. 
 
 Los convivientes carecen de la obligación de sostener a la familia como el 
matrimonio, ya que en este último existe el deber de sostener al cónyuge que se 
dedique de manera exclusiva a las labores del hogar y se encargue de la crianza 
de los hijos. 
 
 En el matrimonio los cónyuges tienen derecho de alimentos durante la 
vigencia de este, en cambio en las uniones de hecho, los convivientes solo 
tienen derecho a solicitar alimentos al término de su relación, siempre y cuando 
se trate del caso del conviviente abandonado y no haya elegido la acción 









 Si bien es cierto que a la unión de hecho se le ha reconocido el régimen de 
sociedad de gananciales, debe haber una declaración notarial o judicial previa 
que demuestre el cumplimiento de los requisitos exigidos en la ley y la 
“posesión constante de estado de convivientes”. Los contrayentes del futuro 
matrimonio tienen el derecho de opción para elegir su régimen patrimonial, sea 
régimen de sociedad de gananciales o separación de patrimonios; en cambio, la 
pareja de hecho no tiene esta facultad. 
 
 Los cónyuges, durante el desarrollo de su relación matrimonial, pueden 
sustituir el régimen patrimonial por vía notarial si están de acuerdo o mediante 
vía judicial si existe un abuso de facultades; sin embargo, en la unión de hecho 
el régimen de la sociedad de gananciales es forzoso porque es el único 
permitido por la legislación civil. 
 
 La unión de hecho carece de las facultades de la sociedad de gananciales 
como: la representación de la sociedad conyugal, la administración y la 
disposición conjunta de los bienes sociales. El reconocimiento de la unión de 
hecho no cambia el estado civil de los convivientes.  
 
El matrimonio, a partir de su fecha de celebración, opera hacia futuro; es 
decir, los efectos jurídicos del mismo con respecto a los cónyuges y terceros se 
producen a partir de la fecha cierta de su celebración.  
 
 El matrimonio celebrado después de un período de convivencia no 
regulariza la situación patrimonial. En otras palabras, podemos observar que el 
matrimonio no regulariza la situación patrimonial de los bienes adquiridos 
durante la convivencia que precedió al matrimonio. Para regularizarla situación 
patrimonial de dichos bienes corresponde una previa declaración notarial de 
reconocimiento de unión de hecho. Por esta declaración, los bienes adquirirán 
la calidad de bienes sociales; para luego, en la liquidación de la relación 
concubinaria, se otorgue la parte correspondiente a cada conviviente, en calidad 









 El matrimonio tiene fecha cierta de su celebración por tratarse de un acto 
jurídico formal; en tanto, la unión de hecho tendrá fecha cierta en la medida 
que se demuestre por medio probatorio idóneo, desde cuando se inició la 
posesión constante de estado en la convivencia. 
 
Los decretos leyes N° 19990 y N° 20530 no contemplan al conviviente 
como derecho habiente de la pensión de sobrevivencia; sin embargo, el Sistema 
Privado de Pensiones considera al conviviente como beneficiario de la pensión 
de viudez.  
 
El conviviente no tiene el derecho a ser indemnizado por la muerte de su 
pareja o por un accidente. Este derecho se deriva de la situación de indefensión 
en que se encuentra el conviviente dependiente económicamente del otro, ya 
que su muerte o invalidez afectará al sostenimiento de la familia no 
matrimonial. 
 
Si bien la Constitución Política del Perú considera a todos los hijos iguales, 
el hijo de la convivencia es considerado hijo extramatrimonial por la ley civil; 
es decir, si el padre no lo quiere reconocer, la madre, en representación del hijo, 
deberá entablar una acción de filiación de paternidad extramatrimonial. Es por 
ello que se dice que la legislación vigente provoca la desprotección del derecho 
a la identidad y filiación del hijo de los convivientes. 
 
2.12. FORMAS DE RECONOCER LA UNIÓN DE HECHO 
 
 En los últimos años a los convivientes se les ha reconocido no solo 
derechos patrimoniales sino también derechos personales, lo cual se ha dado no 
solo a nivel legislativo sino también jurisprudencial. Para que una unión de 
hecho goce de la totalidad de derechos reconocidos es imperioso e ineludible 








Personal de Registros Públicos (Artículo 39 de la Ley 26662 y Ley 29560). A 
continuación, explicaremos ambas opciones:  
a. A nivel judicial  
 
El proceso judicial de reconocimiento de unión de hecho se inicia, en la 
mayoría de los casos, cuando uno de los convivientes fallece o debido a la 
decisión unilateral de uno de sus integrantes de dar por concluida la 
convivencia.  
 
Algunos de los problemas al acudir a esta vía son las pruebas y la 
duración del juicio, ya que estamos ante un proceso de conocimiento, por lo 
cual lo más recomendable es que en un mismo juicio se plantee como 
pretensión principal el reconocimiento de la unión de hecho y como 
pretensión accesoria, la liquidación de los gananciales. Asimismo, debe 
quedar establecido, de manera fehaciente, el inicio y la culminación de la 
unión de hecho a fin de hacer un adecuado reparto de los gananciales si los 
hubiere.  
 
Según el profesor Benjamín Aguilar en que la sentencia de 
reconocimiento de unión de hecho es declarativa debido a que reconoce una 
situación de hecho pre existente y sus efectos se retrotraen al momento al 
inicio de la convivencia. “Si la sociedad de bienes se equipara a la sociedad 
de gananciales, y si ésta aparece con el matrimonio, entonces deberíamos 
concluir que igualmente la sociedad de bienes aparece cuando se inicia esta 
unión de hecho, y reconocido que sea el concubinato, entonces sus efectos 
deberían retrotraerse al comienzo del mismo”. (Aguilar, 2016, págs. 157-
158) 
 
Es preciso agregar que la Casación 1532-2013-Lambayeque nos recuerda 
que el artículo 17 de la Convención América de Derechos Humanos 
establece que el derecho a fundar una familia es un derecho humano, lo cual 








En ese sentido, “la acción de reconocimiento de unión de hecho no está 
sujeta a plazo prescriptorio, pues los derechos humanos son por su propia 
naturaleza imprescriptibles, según la Convención de Viena”.  
 
b. A nivel notarial  
 
Uno de los graves problemas que acarrea el goce de derechos para los 
convivientes es la acreditación de la unión de hecho, para lo cual la única 
vía posible era la judicial. Con la finalidad de contrarrestar esta dificultad, se 
dio la Ley N° 29560 la cual otorga facultades a los notarios para tramitar el 
reconocimiento de unión de hecho.  
 
La inscripción en el Registro Personal es un procedimiento no 
contencioso que requiere el consentimiento de ambos integrantes, que hayan 
convivido no menos de dos años continuos y debe contener la fecha de 
inicio de la convivencia. Se presenta una solicitud ante el notario, quien 
manda publicar un extracto de dicha solicitud en el Diario “El Peruano” y 
otro diario de amplia circulación. Transcurridos quince (15) días útiles desde 
la publicación del último aviso, sin que se hubiera formulado oposición, el 
notario extiende la escritura pública con la declaración del reconocimiento 
de la unión de hecho entre los convivientes y remite los partes al registro 
personal del lugar donde domicilian los solicitantes. En caso de oposición, el 
notario remite los actuados al Poder Judicial. Si los convivientes desean 
dejar constancia de haber concluido su estado de convivencia, podrán 
hacerlo en la escritura pública en la cual podrán liquidar el patrimonio 
social, para este caso no se necesita hacer publicaciones. El cese de la 












2.13.   DISOLUCIÓN DE LA UNIÓN DE HECHO 
 
La unión de hecho termina por muerte de uno de sus integrantes, ausencia 
regulada según el artículo 49 del Código Civil, por mutuo acuerdo, por decisión 
unilateral, o con el matrimonio de uno de los convivientes con otra persona.  
 
Por otro lado, es relevante establecer la fecha de inicio y de culminación de 
la unión de hecho con la finalidad de liquidar la sociedad de gananciales. En 
ese aspecto, es recomendable que exista un documento escrito de fecha cierta a 
fin de determinar desde cuándo concluye la unión de hecho y, por consiguiente, 
desde cuándo los bienes adquiridos por los ex - convivientes serán bienes 
propios. 
 
a. Muerte de uno de los convivientes. El fallecimiento comprende no solo la 
muerte física sino también la muerte presunta. 
 
b.  Ausencia judicialmente declarada. Lo que solo es posible después de dos 
años de su desaparición. 
 
c. Mutuo acuerdo. Generalmente se da este tipo de fenecimiento de manera 
verbal y no consta por escrito. En los tres casos citados, si la unión de hecho 
cumple con los requisitos del artículo 326 del Código Civil, los convivientes 
tienen derecho a que el juez les reconozca el régimen de sociedad de 
gananciales establecido por la ley. Para que sea viable este reconocimiento de 
los efectos patrimoniales, el juez previamente debe haber declarado la 
existencia de la unión de hecho. El reconocimiento del régimen de sociedad 
de gananciales tendrá como propósito la disolución y liquidación para el 
reparto de los gananciales entre los convivientes. 
 
d. Decisión unilateral. La presentación de esta causal es la más frecuente en la 
jurisprudencia nacional y la ley le confiere mayores derechos por la situación 













CAPITULO III: LEGISLACION NACIONAL 
 
3.1. LAS UNIONES DE HECHO Y SU REGULACION    
CONSTITUCIONAL 
 
Artículo 4 de la Constitución Política del Perú de 1993 
 
“Protección del niño, madre, anciano, y la familia. El matrimonio: “La 
comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al adolescente, a la 
madre y al anciano en situación de abandono. También protegen a la familia 
y promueven el matrimonio. Reconocen a estos últimos como institutos 
naturales y fundamentales de la sociedad. 
 
La forma de matrimonio y las causas de separación y de disolución son 
reguladas por la ley.  
 
Artículo 5 de la Constitución Política del Perú de 1993: Unión de hecho: 
 
“La unión de hecho de un varón y de una mujer, libres de impedimento 
matrimonial, que forman un hogar de hecho, da lugar a una comunidad de 
bienes sujeta al régimen de la sociedad de gananciales en cuanto sea 
aplicable” 
 
Con la dación principalmente del artículo 5 de la Constitución de 1993, 
surge un problema fundamental sobre las uniones de hecho, que es el relativo 
a la prueba de su existencia. Debe precisarse que ella no va constar en un 










En este sentido, la Corte Suprema de Justicia de la República ha 
precisado que “la declaración judicial de convivencia o unión de hecho tiene 
como propósito cautelar los derechos de cada concubino sobre los bienes 
adquiridos durante la unión, entendiéndose que por la unión se ha originado 
una sociedad de bienes sujeta al régimen de sociedad de gananciales, en 
cuanto le fuera aplicable”.  
 
Sobre este último punto, se debe distinguir la oportunidad de su 
demostración en un proceso, según que se trate de los efectos entre los 
convivientes o frente a terceros. Así, y respecto de los efectos personales que 
se reclamen entre los convivientes, como serían requerir alimentos o una 
indemnización en caso de terminar la unión de hecho por decisión unilateral 
de uno de ellos, la prueba de la existencia de la unión de hecho puede actuarse 
dentro del mismo proceso en que se ejerciten tales pretensiones, no 
requiriéndose su previo reconocimiento judicial. Esta apreciación se sustenta 
en la naturaleza de las pretensiones que se reclaman, las que exigen una 
pronta atención.  
 
Sin embargo, y sin advertir la desvinculación entre familia y matrimonio 
de la Constitución de 1993, el Tribunal Constitucional indica que “el texto 
constitucional no se preocupa en definir el concepto (de familia). Es claro 
entonces, que el texto constitucional no pretendió reconocer un modelo 
específico de familia. Por consiguiente, el instituto de la familia no debe 
relacionarse necesariamente con el matrimonio...” 
 
Sobre esto último, si bien destaca que “esto no significa que el Estado no 
cumpla con la obligación de la Constitución en cuanto promover la familia 
matrimonial, que supone mayor estabilidad y seguridad de los hijos”, omite 
explicar la armonización entre los principios de protección de la familia, 









3.2    LAS UNIONES DE HECHO Y SU REGULACION EN EL 
CODIGO CIVIL DE 1984. 
 
La normatividad civil se ha encargado de establecer las pautas dividiendo a 
las uniones de hecho en las que cumplen con los requisitos legales para ser 
reconocidas judicialmente o notarialmente, y las que no los cumplen. 
 
La idea ha sido otorgar protección jurídica a las uniones de hecho 
denominadas propias, entre un varón y una mujer sin impedimento 
matrimonial, que pueden convertirse en matrimonio, diferenciándolas de las 
impropias. 
 
  Artículo 240 del Código Civil de 1984 
 
“Si la promesa de matrimonio se formaliza indubitablemente entre 
personas legalmente aptas para casarse y se deja de cumplir por la culpa 
exclusiva de uno de los promitentes, ocasionando con ello daños y perjuicios al 
otro o terceros, aquel estará obligado a indemnizarlos. 
 
La acción debe interponerse dentro del plazo de un año a partir de la 
ruptura de la promesa. 
 
Dentro de un mismo plazo, cada uno de los prometidos puede revocar las 
donaciones que haya hecho a favor del otro por razón del matrimonio 
proyectado. Cuando no sea posible la restitución, se observa lo prescrito en el 
Artículo 326 del Código Civil de 1635”. 
 
Artículo 326 del código civil de 1984 
 
 La Unión de hecho, voluntariamente realizada y mantenida por un varón y 
una mujer, libres de impedimento matrimonial, para alcanzar finalidades y 








bienes que se sujeta al régimen de sociedad de gananciales, en cuanto le fuere 
aplicable, siempre que dicha unión haya durado por lo menos dos años. 
 
 La posesión constante de estado a partir de fecha aproximada puede 
probarse con cualquiera de los medios admitidos por la ley procesal, siempre 
que exista un principio de prueba escrita. La unión de hecho termina por 
muerte, ausencia, mutuo acuerdo o decisión unilateral. En este último caso, el 
juez puede conceder, a elección del abandonado, una cantidad de dinero por 
concepto de indemnización o una pensión de alimentos, además de los 
derechos que le correspondan de conformidad con el régimen de sociedad de 
gananciales. Tratándose de la unión de hecho que no reúna las condiciones 





“La paternidad extramatrimonial puede ser judicialmente declarada: Inc. 3. 
Cuando el presunto padre hubiera vivido en concubinato con la madre en la 
época de la concepción. Para este efecto se considera que hay concubinato 
cuando un varón y una mujer, sin estar casados entre sí, hacen vida de tales.” 
 
Artículo 724. Herederos Forzosos: 
 
“Son herederos forzosos los hijos y los demás descendientes, los padres y los 
demás ascendientes, el cónyuge o, en su caso, el integrante sobreviviente de la 
unión de hecho”. 
 
Artículo 816. Órdenes Sucesorios:  
 
“Son herederos del primer orden los hijos y demás descendientes; del 
segundo orden, los padres y demás ascendientes; del tercer orden, el cónyuge, o 








y sexto ordenes, respectivamente, los parientes colaterales del segundo, tercer y 
cuarto grado de consanguinidad. 
 
El cónyuge o, en su caso el integrante sobreviviente de la unión de hecho 
también es heredero, en concurrencia con los herederos de los dos primeros 
ordenes indicando en este artículo” 
 
3.3.   LA REGULACIÓN NORMATIVA DE LAS UNIONES DE HECHO 
EN LA LEY 26662 
 
Según lo comentado en los puntos precedentes, ha quedado claro que el 
reconocimiento de las uniones de hecho propias en nuestro país estaba a cargo 
única y exclusivamente del Poder Judicial; sin embargo, la Ley 26662, 
denominada Ley de Competencia Notarial en Asuntos No Contenciosos, ha 
sido ampliada o modificada por la Ley 29560, publicada en El Peruano el 16 de 
julio del 2010. En esta Ley se autoriza a los notarios a realizar el 
reconocimiento de la unión de hecho propia contemplada en el artículo 326 del 
Código Civil de 1984, así como su cese, y su inscripción en el Registro 
Personal. “Ley considerada como un nuevo mecanismo de protección de la 
familia y un signo de promoción de las uniones no matrimoniales”. Asimismo, 
la Ley 26662 ha sido modificada por la Ley 30007 del 17 de abril del 2013.  
 
Por consiguiente, ahora el reconocimiento de las uniones de hecho propias 
en nuestro país está a cargo o es de competencia del Poder Judicial o de la vía 
notarial, quedando a libre elección de los miembros de la unión de hecho la 
decisión de optar por una u otra vía, sin perjuicio de citarse que en caso de 
algún conflicto o desacuerdo de las partes intervinientes no podrá proseguir el 
trámite en la vía notarial, sino solo en la vía judicial, ya que el juez es el único 
que tiene facultades jurisdiccionales y de resolución de los conflictos, mas no 








referido al consentimiento unánime que debe existir en todo procedimiento no 
contencioso seguido a nivel notarial. 
 
Se indicará brevemente el procedimiento del reconocimiento de las 
uniones de hecho en la vía notarial contemplado en los artículos 45 al 52 de la 
Ley 26662:  
 
- Hombre y mujer, más requisitos del artículo 326 del Código Civil. 
 
- Se aplica a convivientes que han decidido solicitar su reconocimiento de 
común acuerdo. No procediendo esta vía cuando existe conflicto o cuando solo 




- Nombres y firmas de ambos convivientes.  
- Convivencia no menor de dos años continuos.  
- Declaración expresa de libertad de impedimento matrimonial.  
- Certificado domiciliario de los solicitantes.  
- Certificado negativo de unión de hecho, emitido por la Oficina 
Registral del lugar donde viven los solicitantes.  
- Declaraciones expresas de dos testigos, indicando el tiempo de la 
unión de hecho, conforme lo establece el Código Civil.  
- Publicación: una vez en el diario oficial, y en otro de mayor o amplia 
circulación.  
- Protocolización: 15 días útiles desde la publicación, sin haber 
oposición. Escritura pública con la declaración de reconocimiento.  
- Inscripción en el Registro Personal: el notario remite partes al Registro 
de Personal del lugar donde domicilian los convivientes. 











Artículo 35°. Solicitud 
 
La comprobación de testamentos se solicita mediante petición escrita que 
suscribirá: 
 
1. Quien por su vínculo familiar con el causante se considere heredero 
forzoso o legal, incluido el integrante sobreviviente de la unión de hecho 
reconocida conforme a ley;  
 
2. Quien se considere instituido heredero voluntario o legatario; y  
 
3. Quien sea acreedor del testador o del presunto sucesor.  
 
Artículo 38°. Procedencia  
 
La solicitud será presentada por cualquiera de los interesados a que alude el 
artículo 815 del Código Civil, o por el integrante sobreviviente de la unión de 
hecho reconocida conforme a ley, ante el notario del lugar del último domicilio 
del causante.  
 
Artículo 39°. Requisitos. La solicitud debe incluir:  
 
    Partida de matrimonio o la inscripción en el Registro Personal de la 
declaración de la unión de hecho, adjuntándose, según sea el caso, el 






















CAPITULO IV: MARCO JURISPRUDENCIAL 
 
4.1.   JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
Expediente N° 498-99-AA/TC Cajamarca -Sentencia del Tribunal 
Constitucional. 
14 en abril de 2000  
 
- Las uniones de hecho se hallan bajo el Régimen de la Sociedad de 
Gananciales por voluntad de la ley y en virtud del propio mandato 
constitucional. La transferencia de propiedad realizada con exclusión del 
conviviente constituye una grave afectación a su derecho de propiedad y 
de la propia comunidad de bienes de la unión de hecho.  
 
- Para efectos de acreditar la posesión constante de estado, se admite 
cualquiera de los medios probatorios a condición de que exista prueba 
escrita. Son medios idóneos la copia certificada de la Partida Parroquial 
de Matrimonio, y las copias certificadas de las Partidas de Nacimiento y 
la copia legalizada del Testimonio de Escritura de compraventa en donde 
el conviviente figura como cónyuge. 
 
- La partida de matrimonio religioso es un documento idóneo para 
acreditar la existencia de la posesión constante de estado. El Tribunal 
Constitucional considera que dicho documento, aun cuando no genera 
efectos civiles en virtud del artículo 2115° del Código Civil, sí puede 












Expediente N.° 09708-2006-PA/TC LIMA 
 11 días del mes de Enero de 2007 
 
El Tribunal Constitucional estima que la viuda es acreedora a la pensión 
de sobrevivencia porque cuenta con la declaración jurisdiccional de la unión 
de hecho y ha sido declarada única heredera y por ello ha adquirido todos 
los derechos que como cónyuge le corresponde. El Tribunal Constitucional 
estima que la declaración de la unión de hecho sustituye a la Partida de 
Matrimonio; en tal razón le corresponde la pensión de viudez, además de 
considerar que las pensiones tienen la calidad de bienes sociales que 
integran la sociedad de gananciales porque sirven para el sustento de la 
familia y al fallecimiento del causante se reconoce a la viuda una pensión. 
 
Expediente P. N.° 06572-2006-PA/TC PIURA  
Sentencia del Tribunal Constitucional 6 noviembre de 2007  
 
La Constitución de 1933 dispone la tutela de la familia, reconociéndola 
como un instituto natural y fundamental de la sociedad. En virtud de ello, se 
tutela la intimidad familiar y la salud del medio familiar. La realidad ha 
modificado el concepto de familia, lo que ha significado un cambio en la 
estructura de la familia tradicional nuclear. Consecuencia de ello es que se 
hayan generado familias con estructuras distintas como son las surgidas de 
las uniones de hecho, las monoparentales o las reconstituidas. La unión de 
hecho genera una dinámica a partir de la cual se originan dependencias entre 
los convivientes. El caso en donde uno de ellos se ocupa de las labores del 
hogar, mientras que la pareja, brinda los medios económicos que sustentan 
la vida en comunidad; situación que implica un deber de asistencia mutua. 
El Tribunal Constitucional respecto a la seguridad social se ha pronunciado 
al amparo de la doctrina de la contingencia y la calidad de vida; por ello, se 
requiere la presunción del estado de necesidad (como la viudez) que 
condiciona el otorgamiento de una prestación asistencial, regida por los 








genera una dependencia entre los convivientes, la muerte de uno de ellos 
legitima al conviviente supérstite a solicitar la pensión de viudez. La 
posibilidad de que el monto o parte del monto de la pensión del causante se 
materialice en una pensión de sobrevivencia, debe encontrarse condicionada 
a la dependencia económica en la que se encontraba el o los sobrevivientes 
con relación a dicho monto. El SNP no reconoce a los convivientes la 
pensión de viudez, mientras que el SPP sí les otorga derechos pensionarios; 
trato diferenciado que implica una vulneración del derecho - principio de 
igualdad. 
 
Expediente N.° 04493-2008-PA/TC LIMA Sentencia del Tribunal 
Constitucional  
30 de junio de 2010  
 
Se trata del caso de la unión de hecho como familia ensamblada. Si bien 
es cierto, la unión de hecho genera una dinámica a partir de la cual se 
origina la interdependencia entre los convivientes, la legislación omite toda 
referencia a las familias reconstituidas. Pero cualquier normativa sobre la 
relación afín no implica que los padres biológicos puedan dejar de cumplir 
con sus deberes alimentación o signifique la pérdida de la patria potestad de 
estos. La obligación alimentaria con los hijos biológicos es de carácter legal 
en tanto que los deberes familiares con la conviviente son de naturaleza 
moral y con los hijos de la conviviente no existe ninguna obligación. Por 
ello, no procede la reducción de la pensión alimentaria de un hijo biológico 
cuando el padre biológico tenga una relación de convivencia y una familia 
ensamblada con su conviviente. En materia alimentaria, los derechos de los 













4.2. JURISPRUDENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 
Casación N.° 05-95-ICA Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia  
28 de junio de 1996  
 
La unión de hecho adolecía de impedimento matrimonial porque la 
demandada estaba previamente casada, razón por la cual no generó una 
sociedad de gananciales. Sin embargo, no se puede amparar el abuso del 
derecho. El legislador ha establecido la acción de enriquecimiento indebido con 
la finalidad de proteger de los abusos y apropiaciones ilícitas de uno de los 
convivientes sobre el otro. 
 
Casación N.° 328-96-LAMBAYEQUE Sala Civil de la Corte Suprema de 
Justicia  
30 de enero de 1998 
 
La acepción de concubinato, para efectos de filiación de paternidad 
extramatrimonial es amplia, según la cual existe unión de hecho cuando un 
varón y una mujer hagan vida de casados, siempre que exista permanencia o 
habitualidad, sin ningún otro requisito adicional. Las relaciones sexuales 
esporádicas son insuficientes para configurar la unión de hecho y para servir de 
base a una declaración judicial de paternidad fundada en el concubinato, en 
todo caso las mismas solo pueden originar la acción alimentaria a que se refiere 
el artículo cuatrocientos quince del mismo cuerpo legal (hijo alimentista). 
 
Casación N.° 1620-98-TACNA Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema 
de Justicia 10 de marzo de 1999 
 
El conviviente que aparece como propietario de un bien inmueble en el 
Registro puede transferir la propiedad a terceros, antes de la declaración 
judicial o notarial de unión de hecho. Dicha transferencia es válida y la 








están protegidos si también lo inscribieron en el registro de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 2014 del Código Sustantivo. 
 
Casación N.° 2774-1999-AREQUIPA Sala Civil Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia, 23 de mayo de 2000  
 
En un proceso sumarísimo no se puede declarar la unión de hecho que 
genera una sociedad de gananciales. De haberse declarado judicialmente, no 
procedería la acción de desalojo por ocupación precaria para la conviviente y si 
además esta convivencia está corroborada por la propia manifestación del actor 
que admite que la demandada fue su conviviente. Tampoco procede el desalojo 
por la obligación que el demandante tiene respecto a la hija de ambos, como el 
de proporcionarle lo necesario para subsistir. 
 
Casación N.° 2228-2003-UCAYALI 
Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia- 16 de junio de 
2004 
 
Se advierte de los medios probatorios ofrecidos por la demandante que ha 
existido una relación de convivencia por espacio de catorce años, la misma que 
culminó definitivamente por decisión unilateral del demandando. 
 
Cuando la unión de hecho termina por decisión unilateral, el juez puede 
conceder, a elección del abandonado, una cantidad de dinero por concepto de 
indemnización o una pensión de alimentos, además de los derechos que le 
correspondan de conformidad con el régimen de sociedad de gananciales. 
 
En el presente caso la demandante pretende hacer valer su derecho 
alimentario basado en la relación de convivencia -concluida por decisión 











Casación N° 4479-2010 LIMA 
Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia 
21 de mayo de 2013 
 
La convivencia no se «realiza y mantiene» para tener sexo, compartir techo 
y nada más; es indispensable que la unión cumpla deberes semejantes a los del 
matrimonio. 
 
La unión de hecho debe ser una unión notoria, pública, cognoscible por los 
terceros, de allí que la propia norma civil haga referencia a la «posesión de 
estado»; no debe ser oculta ni clandestina. 
 
Del análisis del caso, se advierte que las instancias de mérito expidieron 
sentencia con arreglo a ley, por cuanto en el proceso quedó demostrado, con la 
actuación de los medios probatorios admitidos y no cuestionados por la 
recurrente, la convivencia notoria, pública, cognoscible que mantenía con su 
conviviente, además de señalar domicilio común. Sin embargo, el voto en 
discordia considera que las constancias de bautizo glosadas no acreditan la 
convivencia. 
 
Casación N.° 3529-2013 SAN MARTÍN 
Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia- 28 de noviembre de 2013 
 
La partida de nacimiento de un hijo solo acredita la relación paterno filial 
con su progenitor, asimismo la minuta de compraventa adjuntada no ha sido 
presentada ante notario público para que certifique la fecha o legalice las 
firmas, por lo tanto no tiene la fecha cierta exigida por el artículo 245 inciso 3 
del Código Procesal Civil. Cuando la minuta es elevada a escritura pública, 












Casación N.° 3547-2013 DEL SANTA 
Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia - 18 de octubre de 2013 
 
La Sala Superior realiza la valoración de los medios probatorios, tales como, 
fotografías, certificado de ocurrencia policial, certificado de denuncia policial 
por retiro voluntario del hogar, declaraciones juradas, las cuales causan 
convicción para amparar la pretensión de reconocimiento de unión de hecho. 
 
La prueba testimonial no es medio probatorio suficiente para probar la 
existencia de la unión de hecho, por dicha razón no se considera a los testigos 
de la recurrente, quienes meridianamente hacen referencia de la convivencia 
que mantuvo con el demandado ni se valora la declaración de una testigo en la 
diligencia de constatación policial. 
 
Casación N.° 2508-2010 LA LIBERTAD 
Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia- 8 de setiembre de 2010 
 
Antes de la aprobación de la Ley N.° 30007, los convivientes no eran 
considerados herederos; por lo tanto los órganos de instancia al resolver el 
proceso desestimaban por improcedente la demanda considerando que para 
demandar la anulabilidad del testamento materia de la pretensión formulada, 
debía ostentarse la calidad de heredero y se sostenía que el reconocimiento 
judicial de una unión de hecho no generaba derecho alguno en el conviviente 
para ser declarado judicialmente heredero del causante. 
 
Casación 004121-2015-Arequipa 
Imprescriptibilidad Del Derecho De Los Hijos Para Solicitar El 
Reconocimiento Judicial De La Unión De Hecho De Sus Padres.  
 
La suprema corte refiere en la casación, que el carácter imprescriptible de la 
pretensión de reconocimiento de unión de hecho se desprende de la relación 
que esta guarda con el derecho humano a fundar una familia. No obstante, no 








imprescriptible puede desprenderse directamente: i) del propio reconocimiento 
que nuestra propia Carta Política, articulo 5, ha atribuido a esta institución 
como fenómeno productor de una familia y ii) de la protección que este mismo 
cuerpo fundamental proclama a favor de la familia, articulo 4. Y es que 
someter a extinción la posibilidad de reconocimiento de la unión familiar a los 
efectos del transcurso del tiempo resulta claramente incompatible con la 
protección constitucional que nuestro ordenamiento jurídico provee a la 
familia.  
 
Entonces, resulta insólito pensar que esta protección de rango constitucional 
pueda estar sujeta a distinciones surgidas en atención a cuál de los miembros de 
la familia resultante de la unión de hecho exige el reconocimiento judicial. 
Tanto el hijo como el conviviente tienen el mismo derecho a que se reconozca 
la existencia de la unión de hecho, pues, el reconocimiento de esta última no se 
desprende únicamente de los intereses que corresponden a los convivientes, 
sino a su condición como hecho generador de una familia. Por tanto, no puede 
establecerse una distinción en la imprescriptibilidad de este tipo de 




El Reconocimiento De Las Uniones De Hecho Es Imprescriptible.  
 
Si bien el inciso 1 del artículo 2001 del Código Civil establece como plazo 
de prescripción para las acciones personales diez años; sin embargo, debe 
tenerse en cuenta que la acción es de reconocimiento de unión de hecho, y tiene 
como propósito cautelar los derechos de cada concubino sobre los bienes 
adquiridos durante la unión , la que se sujeta al régimen de la sociedad de 
gananciales en cuanto fuera aplicable y como tal es imprescriptible siendo este 










Según la constitución Política del Estado, la unión de hecho es también 
fuente generadora de una familia a la que brinda su protección, a diferencia de 
la Constitución del año 1979 que solo la otorgaba a la familia matrimonial. Así 
debe considerarse al matrimonio la principal fuente de la que surge una familia, 
pero no significa que sea la única fuente.  
 
El que Unión de Hecho, según la carta magna del año 1993 sea fuente 
generadora de una familia, la que también merece su protección así como la de 
la comunidad, nos conduce a su vez al derecho humano a fundar una familia, 
reconocido en el artículo 17° de la Convención Americana de Derechos 
Humanos y en el artículo 23° del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales y artículo 15.1 del Protocolo de San Salvador, los que son 
fuente generatriz de derechos en nuestro país, como así lo consagra la cuarta 
Disposición Final de la Constitución Política, que contiene el principio de los 
derechos humanos implícitos, en concordancia con el artículo 3 de la Carta.  
 
Ahora bien, encontrándose implícito en el artículo 5° de la Carta Magna, 
que reconoce a la unión de hecho, el derecho humano a fundar una familia, la 
acción de reconocimiento de dicha unión no está sujeta a plazo prescriptorio, 
pues los derechos humanos son por su propia naturaleza imprescriptibles, 
según la Convención de Viena.  
 
4.3 CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA - PLENO 
JURISDICCIONAL DISTRITAL DE FAMILIA AÑO JUDICIAL 
2013 
 
TEMA I: UNIONES DE HECHO SIMULTÁNEAS O PARALELAS 
 
Si dos o más personas solicitan judicialmente el reconocimiento de uniones 
de hecho simultáneas o paralelas con la misma persona de sexo opuesto. A cuál 









La unión de hecho debe cumplir con todos los requisitos que establece el 
ordenamiento legal, esto es de singularidad, permanencia y publicidad. 
 
Tratándose de uniones de hecho simultáneas o paralelas con una persona del 
sexo opuesto, si bien en aquellos casos se encuentra ausente el elemento de la 
singularidad; sin embargo, se debe reconocer la unión de hecho de la 
accionante conforme al principio de buena fe. 
 
La realidad en nuestra sociedad nos presenta casos en los cuales existen 
convivencias simultáneas o paralelas, sin embargo, debe considerarse cada caso 
en forma particular, y se tiene que acreditar el principio de buena fe en una de 
las convivientes que realmente desconocía la unión de hecho con la otra 
persona. Es necesario dar mayor difusión a la ley N° 29560 para la inscripción 
de las uniones en el registro personal, de tal forma que se pueda evitar casos de 
simultaneidad o relaciones impropias múltiples, que originen situaciones 

























CAPITULO V: DERECHO COMPARADO 
 
5.1. EL CONCUBINATO EN ARGENTINA 
 
 En Argentina se han ocupado de este fenómeno diversos autores 
considerando que es un problema social, es un hecho que produce 
consecuencias de derecho (los alimentos no son obligatorios entre los 
concubinos, pero si han sido suministrados no son repetibles, el 
concubinato de la madre con el presunto padre durante la época de la 
concepción hará presumir su paternidad, salvo prueba en contrario). 
 
Lo definen como la convivencia de carácter estable y permanente. No es 
concubinato la unión sexual circunstancial o momentánea de varón y 
mujer. Se requiere la comunidad de vida que con fiera estabilidad a la 
unión y se proyecta en posesión de estado. No es concubinato la unión que 
carece de permanencia en el tiempo .Esta permanencia está ligada a su 
estabilidad. La posesión de estado conyugal o estado conyugal aparente, se 
nutre del carácter de permanencia, de la perdurabilidad en el tiempo en que 
ambos convivientes han asumido el rol de marido y mujer, por eso se dice 
que nada distingue exteriormente, el estado de las personas casadas de las 
que viven en concubinato.  
 
Las causas del concubinato en cada país y según la circunstancia 
histórica, el aumento de las uniones concubinarias en los países 
latinoamericanos el desarrollo admite como causa fundamentalmente el 
factor económico, que inclina a vastos sectores de la sociedad, de escasos 
recursos, a apartarse del establecimiento de una relación que crea cargas y 
obligaciones de tipo legal, también el factor cultural. En el norte argentino 








permanente entre hombre y mujer sin incluir la celebración del 
matrimonio. 
 
5.2. CONCUBINATO EN CHILE 
 
El concubinato admite un tipo de concubinato completo y se admite 
otro que se diferencia de la anterior en que falta la comunidad de vida y 
que por la misma razón constituye una situación clandestina, existe 
relaciones sexuales estables, pero cada parte conserva su propia habitación. 
Otra clasificación que se hace del concubinato es la que distingue, entre 
concubinato directo e indirecto. Directo es aquel en que la voluntad de los 
concubinos es lisa y llanamente en mantener relaciones sexuales con visos 
de estabilidad e indirecto es aquel en que la intención inicial no es la de 
construir tal estado, sino de tenerse como marido y mujer, pero que viene a 
resultar concubinato por haber faltado algún requisito de existencia de 
matrimonio. La razón fundamental de que exista una regulación legislativa 
de la unión de hecho en gran parte en los países hispanoamericanos se 
debe sobre todo a que las condiciones sociales y económicas en las que 
vive gran parte de su población dificultan en la mayoría los casos la 
celebración del matrimonio.  
 
La forma de dar protección varia de un país a otro en algunos casos, se 
hace en forma tímida, sin más pretensión que evitar situaciones de evidente 
injusticia, en otros se trata de regular en forma sistemática los efectos de 
estas uniones, permitiendo que sean los propios interesados, los que en 
primer lugar puedan adoptar los acuerdos que se acomoden a sus intereses 
y solo a falta de ellos, otorgar soluciones legislativas y que busquen 
conciliarlos dos valores fundamentales que están en juego; la libertad 










5.3.  EL CONCUBINATO EN COLOMBIA 
 
El Art .1° de la Ley 54 de 1990 la define diciendo que se denomina unión 
marital de hecho la formada entre un hombre y una mujer que sin ser casado, 
hacen una comunidad de vida permanente y singular. La expresión más 
utilizada a lo largo del tiempo ha sido la de concubinato para referirse a la 
relación existente entre un hombre y una mujer que sin estar casados conviven 
en forma permanente como si fueran marido y mujer. El legislador colombiano 
guardó silencio sobre la figura del concubinato y que la ley 84 del 26 de Mayo 
de 1873 y que el código fue tomado del que regía en el Estado soberano de 
Santander; el que en su turno se basó en el código civil chileno .Y el estatuto 
influenciado por Código de Napoleón, la iglesia católica ha ejercido una gran 
influencia en sus doctrinas sobre la indisolubilidad del vínculo matrimonial se 
condena las relaciones sexuales fuera del matrimonio lo que permitieron que el 
concubinato no fuese visto con agrado por las sociedades y Estados 
influenciados y entre los que se incluía Colombia.  
 
El problema era muy grave por el constante aumento de las uniones al 
margen de la ley y que en muchos casos se presenta porque el hombre o la 
mujer o ambos no podían contraer matrimonio por estar vigente un vínculo 
civil o católico puesto que la legislación vigente no permitía la disolución del 
mismo y porque los concubinos no querían contraer matrimonio. Se 
argumentaba que la relación personal entre los concubinos adolecía de objeto 
ilícito razón por la cual no se reconocía ningún derecho ni personal ni 
patrimonial. 
 
5.4.  EL CONCUBINATO EN CANADÁ 
 
En Canadá algunos autores al referirse al concubinato dicen que debe 
entenderse como una nueva forma de vida, desacralizada, sin culpas y que surte 








provincias canadienses, el concubinato al igual que el matrimonio es fuente de 
obligaciones alimentarias. En relación a Francia, no sólo se habla del 
concubinato entre un hombre y una mujer solteros, sino que también tiene 
efectos jurídicos el concubinato adulterino y una situación que plantea 
problemas es el concubinato de homosexuales 
 
5.5.  EL CONCUBINATO EN CUBA 
 
En Cuba, en su Código de Familia, no consignan el término concubinato 
sino matrimonio no formalizado; sobre el particular, el artículo 18 del citado 
código dice: “la existencia de la unión matrimonial entre un hombre y una 
mujer con aptitud legal para contraerla y que reúna los requisitos de 
singularidad y estabilidad, surtirá todos los efectos propios del matrimonio 
formalizado legalmente cuando fuere reconocido por tribunal competente”. En 
el Salvador que también cuenta con un Código de Familia, no se asimila el 
concubinato al matrimonio, la llama unión no matrimonial, se constituye por un 
hombre y una mujer, sin impedimento legal para casarse, que hacen vida en 
común de manera libre y singular y que además reúne las características de 
continuidad, estabilidad y notoriedad, exigiendo que esta sea por un período no 
menor de tres años. Se conceden derechos casi iguales a los del matrimonio; 
por ejemplo, el artículo 21° del citado código regula lo siguiente: “Cada uno de 
los convivientes será llamado a la sucesión Ab intestato del otro, en el mismo 

















1. Es fundamental que las uniones de hecho estén debidamente inscritas en el 
registro correspondiente a fin de garantizar su derecho.  
 
2. Para gozar del beneficio de herencia, el concubinato tiene que estar inscrito 
en el registro o tener una sentencia judicial que declare la unión de hecho. 
 
3. Nuestra Legislación en el Sistema Privado de Administración de Fondos de 
Pensiones, reconoce la pensión por viudez a los concubinos; no obstante, en 
el Sistema Público de Pensiones, no existe Norma que reconozca la pensión 
de viudez para los concubinos.  
 
4. Una diferencia relevante en comparación con el matrimonio, es que los 
concubinos no tienen posibilidad legal de optar por el régimen de separación 
de patrimonios; en la unión de hecho el régimen patrimonial es único y 
forzoso, la de sociedad de gananciales.  
 
5. Respecto a la filiación extramatrimonial, en las Uniones de Hecho, no existe 
la presunción de paternidad como si lo es en el matrimonio.  
 
6.  La Ley 30007 pone a la par al sobreviviente de la Unión de Hecho con el 
viudo o viuda, en cuanto se refiere a sus derechos de herencia.  
 
7. Según algunos juristas respecto de la sucesión de la legítima de los 
concubinos, no debe entenderse que su propósito es desalentar el 
matrimonio, sino reconocer una situación jurídica social que va en aumento, 














1. La Unión de Hecho es fuente generadora de familia por lo cual merece la 
protección que le confiere el ordenamiento jurídico, sin desconocer que debe 
promoverse al matrimonio como su base de constitución. 
 
2. La posibilidad de reclamar judicialmente una pensión de alimentos en 
Uniones Vigentes. 
 
3. El cambio Normativo en cuanto a la equiparación de derechos respecto a la 
pensión de Viudez de los concubinos, en el Sistema Privado de 
Administración de Fondos de Pensiones y el Sistema Público de Pensiones. 
 
4. La importancia sobre la potestad de optar por el Régimen de Separación de 
patrimonios o el Régimen de sociedad de gananciales, en el concubinato. 
 
5. La Unión de Hecho debe ser declarativo y constitutivo. 
 
6. Es inminente la implantación de normas jurídicas, tendientes a atenuar la 
inseguridad jurídica de los bienes adquiridos en la Unión de Hecho, y a su 
vez garantizar la estabilidad económica de la familia, particularmente velar 
por la parte más débil de la relación jurídica, la de los hijos. 
 
7.  Finalmente la eliminación de barreras legales para el goce de sus derechos; 

















          Las Uniones de Hecho, pueden ser denominadas de diversas formas como 
convivencia more uxorio, pareja de hecho, matrimonio de hecho, unión libre, 
concubinato, pareja no casada, unión extramatrimonial, etc. 
 
        Es una situación de hecho derivada de la convivencia de un hombre y una 
mujer no unida por matrimonio, pero si para cumplir finalidades semejantes al 
matrimonio y que comparten un proyecto de vida común basada en relaciones 
afectivas de carácter singular y dotado de estabilidad y permanencia. 
 
          El matrimonio y las uniones de hecho, tienen una regulación jurídica 
distinta, y las elecciones entre una de ellas recae en las personas, y dicha elección 
por ser libre y voluntaria obedece a las opciones y perspectivas personales.  El 
derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio o formar una Unión de 
Hecho, y a fundar una familia está inmerso en el derecho a la libertad personal y 
de desarrollar sus proyectos de vida.  
 
Abarca un conjunto de múltiples y heterogéneas realidades humanas, 
cuyo elemento común es el ser convivencias que no son matrimonio. Se 
caracterizan precisamente por ignorar, postergar o aun rechazar el compromiso 
conyugal. De esto se derivan graves consecuencias; por ejemplo, la unión de 
hecho en el derecho sucesorio no presentaba, hasta hace poco, ningún 
cuestionamiento, y era unánime señalar que los convivientes no heredan. 
 
Empero, a nivel normativo, los prejuicios que obedecieron al concepto 
cerrado de familia y al matrimonio han quedado de lado a partir de la 
Constitución de 1993, la cual, siguiendo la tendencia de los tratados 










La sucesión de la legítima de los concubinos que establece la ley 30007 
reconoce una situación jurídica social que va en aumento y que el Estado se 
encuentra obligado a proteger a los miembros de la unión de hecho propia, ya 
que genera vínculos afectivos, filiales y patrimoniales, materializándose el 
principio derecho de la igualdad entre el matrimonio y la unión de hecho, ambas 
como manifestación de otra institución importante como es la familia. 
 
Es así, que a partir de su reconocimiento  normativo  en la Constitución de 
1979, lo mismo que acoge, nuestra actual Constitución Política del Estado, en 
su artículo 5, definiendo a la unión de hecho como: “La unión estable de un 
varón y una mujer, libres de impedimento matrimonial, que forman un hogar de 
hecho, da lugar a una comunidad de bienes sujeta al régimen de la sociedad de 
gananciales en cuanto sea aplicable”. El artículo 4 de la misma explicita que la 
comunidad y el Estado detentan la obligación de proteger a la familia y 
promover el matrimonio, entendiendo que la familia no está asociada 
únicamente al matrimonio y que el concubinato es también una fuente 
generadora de familia amparada por nuestro ordenamiento y vemos cómo, 
progresivamente, sus integrantes han ido ganando mayores derechos.  
 
De esta manera y a partir de su reconocimiento las Uniones de Hecho van 
generando efectos jurídicos y ganando derechos, en el ámbito personal como 
patrimonial de sus relaciones, de manera progresiva, aunque cómo se ve hay 
muchos aspectos que merecen una mejor regulación y otros que aún están 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 
SALA CIVIL PERMANENTE 
SENTENCIA 




Reconocimiento de Unión de Hecho 
 
    “La pretensión de reconocimiento de unión de hecho no se encuentra sujeta 
a plazo prescriptorio, sin importar que esta sea ejercida por los convivientes o 
sus hijos” 
 
Lima, diecinueve de abril de dos mil dieciséis. - 
 
LA SALA CIVIL PERMANETE DE LA CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA REPUBLICA; vista la causa número mil quinientos 
cuatro guion dos mil quince, en audiencia pública realizada en la fecha y 
producida la votación correspondiente, emite la siguiente sentencia:  
 
I. MATERIA DEL RECURSO. -  
 
En el proceso de reconocimiento de unión de hecho, la demandante 
Lourdes Marlene La Torre Mego, ha interpuesto recurso de casación 
mediante escrito de fecha dieciséis de setiembre de dos mil quince, obrante a 
fojas cuatrocientos sesenta y nueve, contra la resolución de vista de fecha 








cuarenta y uno, que confirma el auto apelado, que declaro fundada la 
excepción de prescripción extintiva de deducida por la demanda.  
 




Por escrito obrante a fojas cuarenta y tres (modificado a fojas ciento 
tres), del Lourdes Marlene La Torre Mego interpone demanda de 
reconocimiento de unión de hecho, a efectos que el órgano jurisdiccional 
declare que sus fallecidos padres, Wilfredo La Torre Castro y Mireyda 
Enedina Mego Salgado, mantuvieron una unión de hecho desde el dos de 
febrero de mil novecientos cuarenta y ocho hasta el veinte de octubre de 
mil novecientos noventa y cuatro. Dirige su demanda contra su hermana, 
Fiorela Eliana La Torre Vásquez.  
 
Para sustentar este petitorio, la demandante explica que, el dos de 
febrero de mil novecientos cuarenta y ocho, sus fallecidos padres 
iniciaron una relación convivencia libre de impedimento, fijando su 
domicilio en el predio rustico ubicado en el lote 4 Mz. C, Sector 
Bellapampa, distrito de Huaraz, provincia de Huaraz. Esta relación 
perduro hasta el cuatro de abril de mil novecientos noventa y cuatro, 
cuando ambos decidieron contraer matrimonio. Finalmente, luego de más 
de cuarenta años de convivencia y más de dos años de matrimonio, su 
padre, Wilfredo La Torre Castro fallece el trece de diciembre de mil 
novecientos noventa y seis y su madre el dos de agosto de dos mil nueve.  
 
2. EXCEPCION DE PRESCRIPCION EXTINTIVA 
 
Por escrito obrante a fojas doscientos cinco, Fiorela Eliana La Torre 
Vasquez deduce excepción de prescripción extintiva alegando que la 








después de haberse vencido el plazo de prescripción de diez años previsto 
en el artículo 2001 numeral 1 del código civil, el cual debe ser contado 
desde la fecha de fallecimiento del señor Wilfredo La Torre Castro, pues 
es a partir de este momento que la señora Mireyda Enedina Mego 
Salgado se encontraba facultada a demandar ante el órgano jurisdiccional 
el reconocimiento de la unión de hecho que supuestamente mantuvo. 
Además de ello, deduce también excepción de falta de legitimidad para 
obrar de la demandante.  
 
3. DECISION DE LAS INSTANCIAS DE MÉRITO 
 
A través de la resolución N°16, distada el trece de enero de dos mil 
quince, obrante a fojas trecientos sesenta y dos, el segundo Juzgado de 
Familia de la Corte Superior de Justicia de Ancash declara infundada la 
excepción de falta de legitimidad para obrar de la demandante y fundada 
la excepción de prescripción extintiva, al considerar que, efectivamente, a 
partir del análisis de los autos, puede advertirse que el señor Wilfredo La 
Torre Castro falleció el trece de diciembre de mil novecientos noventa y 
seis y, por tanto, es a partir de esta fecha que debe computarse el plazo de 
prescripción de diez años previsto en el artículo 2001 numeral 1 del 
código civil, para el ejercicio de la pretensión debatida fue interpuesta 
recién el veintiséis de marzo de dos mil trece, corresponde amparar la 
excepción de prescripción extintiva propuesta por la emplazada.  
 
Esta decisión ha sido confirmada por la Segunda Sala Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Ancash, por medio de la resolución de vista objeto 
de impugnación, precisando que. Aun cuando puede considerarse que la 
pretensión de reconocimiento de unión tiene carácter imprescriptible por 
tratarse de una institución generadora de familia, este criterio solo puede 
aplicarse al caso en los que dicha pretensión es ejercida por alguno de los 








actúa con el propósito de encontrar protección familia actúa bajo un 
interés netamente patrimonial.  
 
III. RECURSO DE CASACION. -  
 
Contra la mencionada resolución de vista, la demandante Lourdes 
Marlene La Torre Mego ha interpuesto el recurso de casación que ahora es 
objeto de decisión, que ha sido declarado procedente por esta Suprema 
Sala, mediante resolución de fecha diez de diciembre de dos mil quince, 
por la causal de infracción normativa dela artículo 139 numeral 3 de la 
Constitución política del Estado, que es sustentada por la recurrente 
señalando que se le ha negado el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 
a que se reconozca la unión de hecho de sus padres, quienes después de 
más de cuarenta años de convivencia deciden contraer matrimonio al no 
encontrarse comprendidos en algún impedimento legal para ello, no 
resultando cierto que solo existe un interés patrimonial, toda vez que la 
unión de hecho es un derecho fundamental regulado en el artículo 5 de la 
Constitución Política del Estado, el cual se basa en la protección a la 
familia y que ya se encontraba reconocido desde mil novecientos ochenta y 
cuatro en el artículo 326 del Código Civil, por lo que le afecta la 
prescripción. 
 
IV. MATERIA JURIDICA EN DEBATE. -  
 
La materia jurídica en discusión se centra en determinar si la decisión 
adoptada por las instancias de mérito, de declarar fundad la excepción de 
prescripción extintiva deducida por la demanda, encuentra sustento válido 
en las normas que rigen la controversia. Para ello, será necesario determinar 
si el ejercicio de la pretensión de reconocimiento de unión de hecho se 
encuentra sujeta al plazo de prescripción previsto en el artículo 2002 











V. FUNDAMENTOS DE ESTA SALA SUPREMA. -  
 
PRIMERO. -  El artículo 139 numeral 3 de nuestra Constitución Política 
consagra como principio rector, dentro del ejercicio de la función 
jurisdiccional, la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. 
Esta última, de acuerdo a lo desarrollado por la doctrina más especializada, 
se concreta en el derecho que tienen todas las personas al acceso a los 
órganos jurisdiccionales con arreglo a las normas de procedimiento 
legalmente establecidas y a obtener de ellos una respuesta motivada y de 
fondo, dotada de invariabilidad, y a la ejecución de lo resuelto.  
 
SEGUNDO. - La ineludible vigencia de este principio como máxima 
rectora de nuestro ordenamiento jurídico ha motivado su desarrollo, por 
parte de nuestro legislador, en diversas normas de rango de ley, que 
imponen al juzgador el deber de actuar en respeto a la tutela jurisdiccional 
efectiva y al debido proceso; dejando en claro el derecho de las personas a 
un proceso que se desarrolle con estas garantías. Entre ellas, por ejemplo, el 
artículo 7 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
 
TERCERO. -  Uno de los componentes del derecho de tutela jurisdiccional 
se encuentra constituido como se ha mencionado precedentemente por el 
denominado derecho a una resolución de fondo, por medio del cual se 
garantiza a las partes el acceso a una decisión, por parte del órgano 
jurisdiccional, que se pronuncie definitivamente sobre las cuestiones 
sometidas a su conocimiento, satisfaciendo de este modo, en términos 
efectivos, la prestación de justicia que se espera del Estado.  
 
La particular importancia del este derecho se desprende del hecho que, en 
caso de negarse el acceso a un pronunciamiento sobre el fondo de los 








prestado a las partes resultarían claramente estériles; y por ello la 
importancia de su tutela. 
 
CUARTO. -  Ahora bien, aun cuando se reconoce pacíficamente que el 
derecho en mención puede ser objeto de validad restricciones por parte del 
juez, cuando existan razones justificadas que provoquen que la demanda 
resulte inapropiada para obtener una sentencia definitiva sobre el fondo, es 
necesario recordar que esto solo podrá ocurrir cuando estas razones se 
encuentren válidamente sustentadas en una norma legal razonablemente 
aplicada al caso.  
 
QUINTO.-  En esta ocasión, a través de la resolución elevada en casación, 
el Ad quem ha amparado la excepción de prescripción extintiva propuesta 
por la emplazada y, como consecuencia, ha confirmado la decisión del ad 
quo de dar por concluido el proceso, sin una decisión definitiva sobre la 
pretensión de reconocimiento de unión de hecho propuesta por la señora 
Lourdes Marlene La Torre Mego, al considerar que esta pretensión ya se ha 
extinguido, por haberse propuesto luego de vencido el plazo de prescripción 
de diez años previsto en el artículo 2001 numeral 1 del Código Civil.  
 
SEXTO. -  No obstante, en relación a este argumento la prescripción de la 
pretensión de reconocimiento de unión de hecho es necesario recordar que la 
Casación N° 1532- 2013 Lambayeque, esta Suprema Corte ha declarado:  
 
 Décimo. - El que la unión de hecho, según la Carta Magna del año mil 
novecientos noventa y tres sea fuente generadora de una familia, la que 
también reconoce su protección así como la de la comunidad, nos conduce 
a su vez a la derecho humano a fundar una familia, reconocido en el 
artículo 17 de la Convención Americana de Derechos Humanos (…). 
 
Décimo Primero. - Ahora bien, encontrándose implícito en el artículo 5° de 








fundar una familia, la acción de reconocimiento de dicha unión no está 
sujeta a plazo prescriptorio, pues los derechos humanos son por su propia 
naturaleza imprescriptibles, según la Convención de Viena.  
 
SÉTIMO. -  A partir de los fundamentos expuestos por esta Suprema Corte 
en la referida casación, el carácter imprescriptible de la pretensión de 
reconocimiento de unión de hecho se desprende de la relación que esta 
guarda con el derecho humano a fundar una familia. No obstante, no debe 
perderse de vista que el especial carácter que se atribuye a esta pretensión de 
reconocimiento de unión de hecho se desprende de la relación que guarda 
con el derecho humano de fundar una familia. No obstante, no debe perderse 
de vista que el especial carácter que se atribuye a esta pretensión- 
imprescriptible- puede desprenderse directamente: i) del propio 
reconocimiento que nuestra propia Carta Política ha atribuido a esta 
institución como fenómeno productor de una familia y ii) de la protección 
que este mismo cuerpo fundamental proclama a favor de la familia. Y es que 
someter a extinción la posibilidad de reconocimiento de unión familiar a los 
efectos del transcurso del tiempo resulta claramente incompatible con la 
protección constitucional que nuestro ordenamiento jurídico provee a la 
familia.  
 
OCTAVO. -  Ahora bien, resulta insólito pensar que esta protección de 
rango constitucional pueda estar sujeta a distinciones surgidas en atención a 
cuál de los miembros de la familia resultante de la unión de hecho exige el 
reconocimiento judicial o en función a los derechos cuya protección se 
persigue. Tanto el hijo como el conviviente tienen el mismo derecho a que 
se reconozca la existencia de la unión de hecho, pues como se ha explicado 
el reconocimiento de esta última no se desprende únicamente de los 
intereses que corresponden a los convivientes, sino a su condición como 








distinción en la imprescriptibilidad de este tipo de pretensiones, por el hecho 
de haber sido ejercidas por el conviviente o los hijos.  
 
NOVENO.- Siendo ello así, se desprende que las decisiones adoptadas por 
las instancias de mérito, de declarar la prescripción de la pretensión 
esgrimida en autos, carecen de sustento jurídico válido, a la luz de la 
protección que nuestra Constitución Política reconoce a las uniones de 
hecho como supuesto generador de una familia. Por tanto, se advierte la 
infracción del derecho a la tutela jurisdiccional, al haberse restringido el 
derecho de la demandante a una resolución sobre el fondo, sobre la base de 
la razón que carece de sustento jurídico válido. Razón por la cual 
corresponde disponer lo conveniente para la continuación del proceso de 
acuerdo a su estado.  
 
VI. DECISION. -  
 
En base a las consideraciones expuestas, esta sala suprema, en aplicación 
de lo señalado en el artículo 396 del código Procesal Civil: 
 
a. Declararon FUNDADO el recurso de casación interpuesto por la 
demandante Lourdes Marlene La Torre Mego, de fecha dieciséis de 
setiembre de dos mil quince, obrante a fojas cuatrocientos sesenta y 
nueve; CASARON la sentencia de vista de fecha dieciocho de agosto 
de dos mil quince, obrante a fojas a fojas cuatrocientos cuarenta y uno.  
 
b. Actuando en sede de instancia: REVOCARON la resolución de 
primera instancia, de fecha trece de enero de dos mil quince, obrante a 
fojas trecientos sesenta y dos, en el extremo que declara fundada la 
excepción de prescripción extintiva por la demandada, y, 
REFORMANDOLA, declararon infundada esta excepción: debiendo 









c. DISPUESCIERON la publicación de la presente resolución en el 
diario oficial “El Peruano”, bajo responsabilidad y los devolvieron; en 
los seguidos contra Fiorela Eliana La Torre Vasquez y otro, sobre 
reconocimiento de unión de hecho. Intervino como ponente, la señora 
Juez Supremo Rojas Verde. - 
 
SS. 
FLORES LAZARO      ROJAS VERDE 
 
LAGUNA ESPADA      SOTELO CARPIO    
 
 
 
 
